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      dictamen


      sobre

    


    
      EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DE LA LEY 3/2007, DE 16 DE MARZO, DE RENTA BÁSICA DE INSERCIÓN DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA


      De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 16 de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y Funcionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de Murcia, en su sesión celebrada el día 4 de noviembre de 2016, acuerda aprobar, por unanimidad, el siguiente:


      dictamen

    

  


  
    
      I. ANTECEDENTES


      Con fecha 18 de julio de 2016 tuvo entrada en este Consejo escrito de la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades, en el que se remite el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, para que este Órgano emita el preceptivo dictamen previsto en el artículo 5.a) de la Ley 3/1993, de 16 de julio, por la que se crea el Consejo Económico y Social de la Región de Murcia.


      La instauración en España de un sistema de renta mínima de inserción, como señalaba el Consejo Económico y Social en el Dictamen 4/2006, sobre el Anteproyecto de Ley de Renta Básica de Inserción, fue bastante atípica, porque se llevó a cabo por los poderes públicos regionales con la oposición del Gobierno central, el cual declinó durante mucho tiempo la intervención en ese espacio de la protección social. Ello fue posible gracias a un original modelo constitucional de distribución de competencias que permitió, con base en la asunción de la Asistencia Social como competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas, regular las rentas de inserción en cada ámbito territorial respectivo.


      El proceso de generalización de las rentas de inserción por todo el país fue bastante rápido, pues tuvo lugar en el arco temporal que va desde 1989, año en el que el País Vasco regula la primera renta de inserción, hasta 1995, cuando se reconoció un mecanismo de este tipo en las Islas Baleares, la última Comunidad Autónoma que quedaba sin hacerlo.


      Con la excepción del País Vasco, los programas de rentas mínimas no nacieron de un planteamiento del problema de la pobreza extrema y la exclusión social y de una reflexión sobre cómo abordarla. En muchos casos su instauración se produjo en el marco de procesos de negociación político-sindical. En general se aprecia una falta de referencias políticas claras. Ahora bien, la regulación interna no es uniforme, sino que se aprecian diferencias considerables entre las diecisiete reglamentaciones vigentes.


      La regulación del Ingreso Mínimo de Inserción en nuestra Comunidad Autónoma en enero de 1991, de forma análoga a la mayoría de las Comunidades Autónomas, fue resultado del acuerdo alcanzado entre UGT y CC.OO con el Gobierno Regional el 30 de abril de 1990. Con el establecimiento del IMI se trató de dar respuesta a las directrices de la política social comunitaria que, desde 1988, venía recomendando a los Estados la instauración de un sistema de protección social capaz de garantizar la cobertura de las necesidades básicas de las personas excluidas del sistema productivo y protector (empleo y prestaciones de Seguridad Social), condicionándose el mantenimiento de la prestación económica otorgada, a la participación en las medidas de promoción personal y social pactadas y expresadas en un «Compromiso de Inserción». El Ingreso Mínimo de Inserción se configuró como una prestación económica periódica, complementaria, destinada a personas o unidades familiares que carezcan de medios económicos con que atender sus necesidades básicas, con el fin último de facilitar su inserción social.


      Sin perjuicio de la diversidad de los programas existentes en las CCAA, las prestaciones de renta mínima de inserción presentan unos rasgos comunes, consecuencia de su adscripción ámbito protector de la Asistencia Social, y que no dejan de ser los propios de este modo de protección social pública:


      — Carácter subsidiario o de cierre del conjunto de subsistemas de protección social, tanto legales (de Seguridad Social, contributivos o no contributivos, de desempleo, etc.), como convencionales (alimentos entre parientes, etc.). En otras palabras, se trata de una prestación económica condicionada a la inexistencia de personas obligadas civilmente a prestar alimentos, y a la inexistencia de derecho a prestaciones de la Seguridad Social o de otro régimen público sustitutivo equivalente.


      — Carácter complementario respecto de los recursos económicos de que disponga el beneficiario, que limita la concesión sólo hasta el importe al que alcance la diferencia entre los recursos económicos disponibles (cualquiera que sea su origen y naturaleza) y la cuantía que corresponda de la prestación de renta mínima, de ahí que se trate de una prestación diferencial, carácter predicable también de las pensiones no contributivas de la Seguridad Social.


      — Carácter personal, siendo en consecuencia intransferibles. Son además, inembargables (por no exceder de la cuantía del SMI, de acuerdo con el párrafo 21 del art. 1449 de la Ley de Enjuiciamiento Civil) y no pueden ser objeto de retención ni servir de garantía de obligación alguna. En virtud de esta nota, tanto el reconocimiento del derecho como las correlativas obligaciones recaen en quien ostenta la titularidad de la unidad de convivencia. Sin perjuicio de ello, la renta mínima tiene también un marcado carácter familiar, al ser la familia la destinataria de la prestación, lo que se refleja en la distinta cuantía según el tamaño de la unidad de convivencia.


      – Carácter finalista, circunstancia que queda reflejada en un doble aspecto: en primer lugar, en la exigencia de que la misma se destine a satisfacer las necesidades carenciales básicas no sólo del beneficiario directo, sino también de todos los miembros del hogar familiar independiente (carácter alimentario); en segundo lugar, y en esto se separa de las prestaciones de asistencia social «tradicional», en la exigencia de que se siga una actividad educativa, profesional o educacional a las personas que puedan hacerlo en interés de su inserción (prestación de inserción).


      — Exige la demostración del estado de necesidad. Lo que ocurre es que, dado que la situación de necesidad se ha objetivado en un determinado nivel de ingresos por debajo del cual se considera aquélla existente, la prueba del estado carencial se ha convertido, por consiguiente, en la prueba del nivel de ingresos (prestación no graciable ni discrecional).


      — Sin perjuicio de la unidad de gestión, se establecen amplios mecanismos de participación de los diversos entes que están objetivamente interesados en la lucha contra la pobreza: ayuntamientos, organizaciones profesionales, sindicales, culturales, etc.


      — Carácter temporal, pues sólo debe durar su percepción lo que dure la necesidad grave del sujeto, a quien, además, se incita a cooperar activamente al logro de su propia autonomía personal.


      — La tutela judicial del derecho de fondo o del interés legítimo viene atribuida no a los órganos del orden social, como en el caso de las prestaciones no contributivas de la Seguridad Social, sino a la jurisdicción contencioso-administrativa, igual que en el caso de las prestaciones asistenciales clásicas.


      — Otra de las notas caracterizadoras de los ingresos mínimos de inserción que los distingue de otras prestaciones similares otorgadas por la Seguridad Social es el condicionamiento del disfrute de la prestación a las disponibilidades presupuestarias de acuerdo con las dotaciones aprobadas anualmente por las diversas Asambleas regionales.


      Este último rasgo introduce un lamentable elemento de inestabilidad y excepcionalidad en la protección otorgada, que impide la consideración del IMI como un auténtico derecho subjetivo al que pueda tener acceso toda persona que reúna los requisitos exigidos (de edad, residencia, insuficiencia de rentas, etc.).


      Sin embargo, son cada vez más numerosos los ejemplos de normativas autonómicas que dejan de sujetar el disfrute del derecho a la existencia de créditos disponibles.


      La aprobación de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia supuso, como reseñó el Consejo Económico y Social en su Dictamen 4/2006, sobre el Anteproyecto de la misma, un avance cualitativo en la consolidación de un sistema público de actuaciones integrales dirigidas a favorecer la inclusión social de las personas en situación de riesgo de exclusión social así como a paliar, en la medida de los posible, las consecuencias más graves y socialmente intolerables para las personas que viven la realidad de la exclusión social, garantizando unas rentas mínimas y otros recursos que permitan la satisfacción de las necesidades básicas de estas personas. Un elemento esencial de este avance cualitativo fue el reconocimiento expreso del carácter de derecho subjetivo de la prestación de Renta Básica de Inserción.


      Como reseñaba el CESRM en el citado dictamen, con la aprobación de la Ley de Renta Básica de Inserción se daba cumplimiento a uno de los acuerdos del Pacto por la Estabilidad en el Empleo 2003-2006 de la Región de Murcia suscrito el 4 de diciembre de 2002 por el Gobierno Regional y las organizaciones empresariales y sindicales más representativas de la Región de Murcia (CROEM, UGT y CCOO).


      La Disposición Final Primera de la Ley 3/2007, en sus párrafos primero y tercero respectivamente, autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones complementarias requiera el desarrollo de esta ley y atribuye el ejercicio de la potestad reglamentaria para el establecimiento de las normas reguladoras de las ayudas de carácter social concedidas por el IMAS al titular de la consejería competente en materia de asistencia y bienestar social.


      El párrafo segundo de esta Disposición prescribe que en el plazo de seis meses el Consejo de Gobierno elaborará el decreto por el que se desarrolle reglamentariamente el contenido de esta ley.


      Por su parte la Disposición Transitoria Tercera determina que en tanto no se proceda al desarrollo reglamentario de la presente ley serán aplicables, a los perceptores de la Prestación del Ingreso Mínimo de Inserción y a los beneficiarios de la Renta Básica de Inserción, los importes y cuantías determinados en la Orden de 20 de octubre de 2006 de la Consejería de Trabajo y Política Social sobre actualización del importe de la prestación del Ingreso Mínimo de Inserción.


      En cumplimiento de este mandato la Administración Regional elaboró el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. El 31 de julio de 2008 tuvo entrada en este Consejo el escrito de la Consejería de Política Social, Mujer e Inmigración en el que se solicitaba la emisión del preceptivo dictamen. El 6 de noviembre de 2008 el Pleno del Consejo Económico y Social aprobó el Dictamen 16/2008, sobre el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. En el mismo el CESRM, sin perjuicio de las observaciones incorporadas, valoró positivamente el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, porque su entrada en vigor posibilitará la implantación del sistema establecido en la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Región de Murcia y con ella la eficacia del reconocimiento del derecho subjetivo a una prestación económica y a recibir apoyos personalizados para la inserción laboral y social de las personas en situación o riesgo de exclusión social que establece la citada Ley 3/2007.


      Sin embargo, el procedimiento, que debía concluir con la aprobación por el Consejo de Gobierno del Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y su posterior publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, se interrumpió y no llegó a su finalización.


      La ausencia de desarrollo reglamentario y, en consecuencia, la vigencia limitada del nuevo derecho subjetivo establecido por la Ley 3/2007 y la inseguridad jurídica generada ha conducido al pronunciamiento de diferentes instituciones, a instancia de diferentes entidades sociales y representantes políticos, de las que da cuenta pormenorizada el Dictamen “Aplicación de la Ley 3/2007, de 16 marzo, de Renta Básica de Inserción y ausencia de desarrollo reglamentario”1, entre ellas las siguientes.


      — Defensor del Pueblo de la Región de Murcia: Recordatorio a la Consejería de Sanidad y Política Social sobre el deber legal de aprobar el desarrollo reglamentario de la Ley de Renta Básica de Inserción, sin que pueda supeditarse a las consignaciones presupuestarias, desde el momento en que en la ley se configura como un auténtico derecho subjetivo.


      — Defensora del Pueblo: Requerimiento urgente a la Consejería de Sanidad y Política Social y, más tarde un Recordatorio del deber legal de aprobar el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007, sin que pueda paralizar su tramitación amparándose en la difícil situación económica actual. A este recordatorio le siguió un último requerimiento de remisión urgente de las actuaciones realizadas.


      — Asamblea Regional: desde el año 2008 ha aprobado más de una decena de mociones e interpelaciones sobre el desarrollo del reglamentario de la Ley de Renta Básica de Inserción, el pago de prestaciones o resolución de expedientes.


      — Consejo Regional de Servicios Sociales: informó favorablemente el Proyecto de Reglamento de Renta Básica de Inserción del año 2008 y ha reclamado reiteradamente el desarrollo reglamentario de la Ley de Renta Básica de Inserción.


      NOTAS


      
        
          1 Dictamen “Aplicación de la Ley 3/2007, de 16 marzo, de Renta Básica de Inserción y ausencia de desarrollo reglamentario” realizado en el cumplimiento del Contrato entre la Universidad de Murcia y la EAPN-RE (Red de Lucha contra la Pobreza de la Región de Murcia) titulado “Renta Básica de inserción”, celebrado al amparo del artículo 83, nº Proyecto 18082.

        

      

    

  


  
    
      II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO


      El Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia está integrado por el Preámbulo, un artículo, cuatro disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales y el Reglamento de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      El Reglamento consta de 62 artículos, estructurados en seis títulos, y tres anexos.


      El Preámbulo comienza reseñando que el artículo 9.2 de la Constitución encomienda a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, promoviendo, de conformidad con su artículo 40, las condiciones favorables para un progreso social y económico.


      Conforme a estos mandatos, la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en ejercicio de sus competencias exclusivas, aprobó la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia que representa un avance importante en la configuración de un sistema publico de protección social de las personas en situación de exclusión social o en riesgo de padecerla mediante el reconocimiento a los ciudadanos un doble derecho social: por un lado el derecho subjetivo a una prestación económica para hacer frente a las necesidades básicas de la vida y por otro lado, el derecho a recibir atención personalizada para su inserción personal, social y laboral.


      Asimismo pone de relieve que la Ley contiene a lo largo de su articulado remisiones expresas a un posterior desarrollo reglamentario y su Disposición final primera habilita al Consejo de Gobierno de la Región de Murcia a que desarrolle reglamentariamente su contenido. Mediante el Proyecto de Decreto se da cumplimiento, por un lado, a lo establecido en la citada Disposición final primera y, por otro, supone el desarrollo del acceso a las medidas de inserción contempladas en la Ley 3/2007, de 16 de marzo y la puesta en marcha de las comisiones de seguimiento y coordinación, en cuanto órganos de participación de los interlocutores sociales, y de consulta y asesoramiento para garantizar el adecuado desarrollo de la ley y una atención integral al fenómeno de la exclusión social.


      El artículo único aprueba el Reglamento de Renta Básica de Inserción de la Región de Murcia, en aplicación de la Disposición final primera de la Ley 3/2007.


      La Disposición adicional primera establece que se podrán suscribir convenios de reciprocidad con otras Comunidades Autónomas del Estado Español, que permitan a personas procedentes de ellas percibir la Renta Básica de Inserción, sin que les sea exigible la acreditación del requisito empadronado en alguno de los municipios de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, y tener residencia efectiva y continuada durante el año inmediatamente anterior a la formulación de la solicitud.


      La Disposición adicional segunda determina que las Comisiones de Seguimiento y de Coordinación se constituirán en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor del Decreto.


      La Disposición adicional tercera prescribe que La solicitud de la Renta Básica de Inserción implicará la autorización, tanto del titular como de los miembros de la unidad de convivencia, para comprobar en las bases de datos de los distintos organismos o Administraciones s Públicas, la concurrencia de los requisitos exigidos para el reconocimiento o el mantenimiento de la prestación económica de la misma.


      La Disposición adicional cuarta estipula que los beneficiarios de la Renta Básica de Inserción estarán exentos de aportación en la prestación farmacéutica ambulatoria.


      La Disposición transitoria única determina que a las solicitudes de Renta Básica de Inserción que se encuentren iniciadas con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto les resultará de aplicación lo dispuesto en el mismo, a excepción de lo referente al proyecto individual de inserción.


      A las personas beneficiarias de la prestación económica de la Renta Básica de Inserción en el momento de la entrada en vigor del presente Decreto, les serán aplicadas las cuantías establecidas en su artículo 16 con efectos económicos del día primero del mes siguiente a la de fecha entrada en vigor.


      La Disposición derogatoria única declara la derogación genérica de todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan al presente Decreto y deroga expresamente las siguientes:


      — Orden de 16 de septiembre de 1994, de la Consejería de Sanidad y Asuntos Sociales, sobre Ingreso Mínimo de Inserción


      — Orden de 20 de octubre de 2006, de la Consejería de Trabajo y Política Social sobre actualización del importe de la Prestación del Ingreso Mínimo de Inserción


      — El artículo 2.1 y artículo 3 del Decreto 65/1998, de 5 de noviembre, por el que se regulan las ayudas, prestaciones y medidas de inserción y protección social


      La Disposición final primera modifica el artículo 6.1 del Decreto 65/1998, de 5 de noviembre, por el que se regulan las ayudas, prestaciones y medidas de inserción y protección social, en que queda redactado de la siguiente forma:


      “Ayudas para Programas de Inserción Tienen la consideración de Ayudas para Programas de Inserción aquellas que, mediante la financiación parcial del coste de la contratación y la realización de otras acciones complementarias, tengan por objeto coadyuvar a la inserción sociolaboral de personas que, por sus especiales circunstancias, no puedan acceder al mercado laboral en condiciones de igualdad, de entre, los titulares de la prestación de la Renta Básica de Inserción y los miembros adultos de su unidad de convivencia, que hayan percibido la prestación en los últimos 24 meses, y que se encuentren realizando un proyecto/itinerario individual de inserción”.


      La Disposición final segunda establece la aplicación supletoria en materia de procedimiento administrativo de las normas que regulan los procedimientos de las Administraciones Públicas.


      La Disposición final tercera determina que el Decreto entrará en vigor el día primero del mes siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.


      REGLAMENTO DE RENTA BÁSICA DE INSERCIÓN DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA


      TÍTULO I


      Disposiciones generales


      El artículo 1 dispone que el objeto del Decreto es el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      El artículo 2 establece que la Renta Básica de Inserción (RBI) podrá ser percibida por todas aquellas personas que acrediten residencia legal, efectiva y continuada en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y cumplan los requisitos establecidos en el Título II de la Ley 372007, en el Título II del Decreto y en cuantas disposiciones puedan dictarse para su aplicación y desarrollo.


      Los apoyos personalizados para la inserción laboral y social, sin perjuicio de lo que disponga al respecto la normativa específica sobre empleo, se prestarán a las personas que residan legal y habitualmente en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través de los proyectos individualizados de inserción y de los programas de integración previstos en el Título III de la Ley 3/2007, de 16 de marzo y en el presente Decreto.


      TÍTULO II


      La Renta Básica de Inserción


      CAPÍTULO I


      Finalidad y naturaleza


      El artículo 3 determina que la Renta Básica de Inserción es una prestación periódica de naturaleza económica, integrada por la suma de una prestación básica de carácter mensual y un complemento variable, en función de los miembros que formen la unidad de convivencia y, en su caso, por otros complementos en concepto de ayuda escolar y de transporte para la asistencia a actividades de formación. Su finalidad es contribuir a la satisfacción de las necesidades contempladas en el artículo 142 del Código Civil y se otorgará a su titular con carácter alimenticio, en beneficio de todos los miembros de la unidad de convivencia.


      El artículo 4 dispone que la RBI tiene carácter subsidiario respecto de la acción protectora de la Seguridad Social, o de otro régimen público de protección social sustitutivo de aquella, y enumera de forma específica algunas otras de las prestaciones de las que la RBI es subsidiaria. La RBI tendrá siempre carácter complementario de los ingresos y prestaciones económicas a las que pudiera tener derecho la unidad de convivencia. Su percepción será incompatible con otras ayudas de carácter periódico de inserción y protección social, otorgadas desde la Administración Regional para la misma finalidad.


      CAPÍTULO II


      Titulares y perceptores de la prestación


      El artículo 5 establece que con carácter general, podrá ser titular de la prestación de Renta Básica de Inserción la persona que cumpla los requisitos establecidos en el artículo 7 de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, así como en el artículo 7 y 8 del presente Decreto. En el caso de fallecimiento del titular se podrá solicitar, con carácter excepcional el cambio de titular para asegurar la protección económica de los miembros de la unidad de convivencia.


      El artículo 6 estipula que podrán ser perceptores de la RBI


      a) Los titulares de la Renta Básica de Inserción


      b) Los miembros de la unidad de convivencia que hayan alcanzado la mayoría de edad, propuestos por el propio titular y/o los servicios sociales de atención primaria, designados al ·efecto por el Instituto Murciano de Acción Social (IMAS)


      c) Cualquier otro familiar del titular, mayor de edad, aunque no forme parte de la unidad de convivencia, propuesto por los servicios sociales de atención primaria, y designado al efecto por el IMAS


      Excepcionalmente, podrán tener la consideración de perceptores personas ajenas al titular y a su familia, designadas expresamente por el IMAS, pertenecientes preferentemente a entidades colaboradoras de carácter social inscritas en el Registro de Entidades, Centros y Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      CAPÍTULO II


      Requisitos de acceso a la prestación


      El artículo 7 enumera como requisitos que deberán reunir, tanto en la fecha de presentación de la solicitud como en la de la propuesta de resolución, los titulares de la RBI:


      1. Residir legalmente en territorio español y haberlo hecho, al menos durante cinco años a fecha de presentación de la solicitud.


      2. Estar empadronado en alguno de los municipios de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, y tener residencia efectiva y continuada durante el año inmediatamente anterior a la formulación de la solicitud


      3. Ser mayor de 25 años y menor de 65 años


      4. Constituir una unidad de convivencia independiente, con una antelación mínima de un año inmediatamente anterior a la solicitud de la Renta Básica de Inserción


      5. Carecer de recursos económicos para hacer frente a las necesidades básicas de la vida


      6. Haber solicitado de los organismos correspondientes, con carácter previo a la solicitud de Renta Básica de Inserción, las pensiones y prestaciones a las que se refiere el punto 2, del artículo 4, de la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      7. Acordar y suscribir, junto con los miembros adultos beneficiarios de la unidad de convivencia, un proyecto individual de inserción con los servicios sociales de atención primaria correspondientes a su domicilio.


      Asimismo enumera las excepciones de aplicación en algunos requisitos.


      El artículo 8 establece los supuestos excepcionales de acceso a la prestación económica de la RBI y los requisitos para la aplicación de los mismos, que incluyen entre otros los siguientes:


      — Extranjeros refugiados o en situación de asilo en trámite, y a 1os que tengan autorizada su estancia en España por razones humanitarias, siempre que no tengan acceso a otras ayudas de análoga finalidad.


      — Emigrantes de la Región de Murcia retornados


      — Personas sin hogar


      — Familias objeto de protección de menores


      — Víctimas de violencia de género


      — Las personas procedentes de otras Comunidades Autónomas que se encuentren percibiendo una prestación con idéntica finalidad a la Renta Básica de Inserción


      El artículo 9 dispone que para la determinación de la unidad de convivencia a efectos de la RBI se considerará asimilada a la unión de hecho la situación de pareja con relación de afectividad, aunque no conste inscripción en el Registro correspondiente. No se considerará que existe modificación de la unidad de convivencia cuando se produzca la ausencia temporal de alguno de sus miembros por motivos de incorporación laboral.


      CAPÍTULO IV


      De los recursos económicos


      El artículo 10 determina que se considerará que existe carencia de recursos económicos cuando las rentas o ingresos mensuales de los que disponga, o se prevea que va a disponer la unidad de convivencia, sean inferiores al importe mensual de la Renta Básica de Inserción que correspondería a la citada unidad, según lo previsto en el artículo 16 y enumera los supuestos en los que se entenderá que no existe carencia de recursos económicos.


      El artículo 11 prescribe que a ‘los efectos de la Renta Básica de Inserción, se considerarán recursos económicos computables el conjunto de recursos de que disponga la unidad de convivencia, procedentes del trabajo por cuenta propia o ajena, del desarrollo de cualquier actividad económica, del rendimiento del patrimonio, de pensiones, incluidas las extranjeras, y prestaciones de cualquier sistema de protección social, así como de las pensiones compensatorias y de alimentos.


      En el supuesto de que se produzca la incorporación laboral de alguno de los miembros de la unidad de convivencia tras el reconocimiento de la prestación, y que el salario no supere la cuantía mensual de Renta Básica reconocida quedará exento del cómputo el 35% de dicho salario.


      El artículo 12 enumera los ingresos de la unidad de convivencia que, además de cualquier tipo de ayuda de carácter finalista destinada a la atención de las necesidades básicas como recursos económicos, tienen la consideración de recursos no computables a efectos de la RBI.


      El artículo 13 estipula que se considerarán rendimientos del trabajo por cuenta ajena la suma de los ingresos netos de la unidad de convivencia y establece las especificidades para el cómputo en los siguientes supuestos:


      — Trabajadores fijos discontinuos


      — Contratos laborales eventuales


      — Rendimientos del trabajo por cuenta propia


      — Inexistencia de obligación legal de presentar la declaración del IRPF


      El artículo 14 considera patrimonio el conjunto de los bienes y derechos de contenido económico de los que ostente la titularidad o la facultad de disposición cualquiera de las personas que formen parte de la unidad de convivencia e incorpora las reglas para su valoración.


      El artículo 15 dispone que se considerarán rendimientos del patrimonio los rendimientos netos procedentes de la explotación del patrimonio de los miembros de la unidad de convivencia y establece las reglas para su cómputo.


      CAPÍTULO V


      Importe, duración y devengo de la prestación


      El artículo 16 regula la determinación del importe mensual de la RBI en los siguientes términos:


      1. La cuantía de la Renta Básica de Inserción será el resultado de sumar a la prestación básica establecida para la primera persona, los complementos adicionales por cada miembro de la unidad de convivencia susceptibles de ser beneficiarios de la citada prestación.


      2. La prestación mensual básica para la primera persona queda establecida en el 80 % -del IPREM mensual. Este importe se incrementará para la segunda persona en el 20 % de dicho IPREM, para la tercera y cuarta persona en el 10 %, para la quinta y siguientes en el 8 %, cuando estas sean menores de edad, ap1icándose el 50% de dichas cuantías para los adultos de la unidad de convivencia, hasta un máximo del 150% del IPREM mensual.


      3. En el orden de prelación para el cómputo de los miembros de la unidad de convivencia, a estos efectos, se considerarán en primer lugar al cónyuge o pareja e hijos de mayor a menor edad, padres, suegros y yernos/nueras. En los familiares de segundo grado se priorizarán los nietos, hermanos, abuelos y cuñados, por este orden.


      4. Del importe de la prestación mensual, sumada la prestación básica con el complemento variable, se deducirán las rentas procedentes del patrimonio y los ingresos netos mensuales de cualquiera de los miembros de la unidad de convivencia, según lo establecido en los artículos 11, 12 y 13.1.


      5. Las pensiones reconocidas se computarán prorrateando mensualmente su importe anual.


      6. Los titulares de la Renta Básica de Inserción cuyos menores a cargo cursen estudios de educación obligatoria recibirán, por cada uno de ellos, al inicio del curso escolar, una ayuda por importe correspondiente al 20% del IPREM mensual, que se abonará preferentemente con la mensualidad de agosto.


      7. En los supuestos en los que el proyecto individual de inserción incluya la asistencia a programas de integración social o laboral, la cuantía mensual de la prestación se podrá incrementar, durante la duración del curso, en un complemento de transporte de hasta el 20% del IPREM diario si el desplazamiento es menor de quince kilómetros, pudiendo alcanzar el 30%, si la distancia es superior. La cuantía del complemento se establecerá en base al coste del billete, en caso de utilizarse transporte público. En caso de utilizarse medios propios el pago del kilometraje se realizará según normativa vigente del Servicio Regional de Empleo y Formación. En caso de inasistencia injustificada al curso el complemento de transporte será objeto de reintegro.


      8. La prestación mínima de Renta Básica de Inserción a reconocer será el 13% del IPREM mensual, siempre que los ingresos propios de la unidad de convivencia sean inferiores a la cuantía de la prestación correspondiente.


      El artículo 17 prescribe que el derecho a la percepción de la RBI se prolongará un período máximo de doce meses. Los efectos económicos de la RBI se producirán a partir del día primero del mes en el que se dicte la correspondiente resolución. Asimismo establece los supuestos en los que el órgano competente para resolver, a propuesta de los servicios sociales de atención primaria, podrá prorrogar la percepción de la RBI.


      La duración de cada periodo de prórroga no podrá ser superior a seis meses, no pudiendo exceder de doce meses el tiempo total prorrogado, en el supuesto de prórrogas motivadas por la evolución del proyecto individual de inserción.


      CAPÍTULO VI


      Modificación, suspensión y extinción de la prestación


      El artículo 18 determina la modificación de la cuantía de la RBI en el caso de aumento o disminución de miembros de la unidad de convivencia así como de variación de los recursos económicos.


      El artículo 19 enumera los supuestos en los que percepción de la Renta Básica de Inserción podrá ser suspendida temporalmente por un plazo nunca superior a seis meses.


      El artículo 20 atribuye al órgano competente para resolver la facultad de acordar, como medida provisional por un plazo máximo de tres meses, la suspensión cautelar de la prestación, previa audiencia del interesado, cuando existan indicios fundados de concurrencia de alguna de las causas de extinción.


      El artículo 21 dispone que el derecho a la percepción de la Renta Básica de Inserción quedará extinguido por el transcurso del tiempo máximo establecido en el artículo 11 de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, así como en el artículo 17 de este Decreto, o, en su caso, por el tiempo para el que se concedió la prestación.


      Además, se declarará extinguido el derecho, mediante resolución motivada, por alguna de las siguientes causas:


      a) Pérdida de alguno de los requisitos exigidos para el reconocimiento de la prestación.


      A este respecto se considerará que existe pérdida de requisitos cuando se observe una inadecuada participación en el proyecto individual de inserción por causa imputable a los miembros de la unidad de convivencia.


      b) Fallecimiento del titular, salvo en los supuestos que se establecen en el artículo 5.2.


      c) Renuncia expresa del titular.


      d) Mantenimiento de las causas de suspensión de la prestación por un tiempo superior a seis meses.


      e) Traslado de residencia efectiva fuera de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, sin perjuicio de su posible concesión por otra Comunidad Autónoma, en virtud de convenios de reciprocidad.


      f) Realización de un trabajo de duración superior a seis meses, por el que se perciba una retribución igual o superior al de la prestación económica.


      g) Rechazar una oferta de empleo adecuado.


      h) Imposición de sanción firme por infracción grave o muy grave, de las tipificadas en la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      El artículo 22 regula los plazos y efectos de la suspensión y la extinción y establece que una vez extinguida la RBI, la prestación económica no podrá concederse nuevamente hasta transcurridos seis meses desde la fecha de extinción.


      El artículo 23 determina que la suspensión de la prestación económica de la RBI no conlleva el mismo efecto respecto de las medidas de inserción exigidas en el artículo 7.1.g) de la Ley 3/2007. La extinción de la RBI puede permitir conservar la participación de la unidad de convivencia en el proyecto individual de inserción, y el acceso a las medidas de inserción en él contenidas, con el fin de promover su inserción social y laboral y prevenir posibles situaciones de exclusión social.


      El artículo 24 estipula que los procedimientos de modificación de la cuantía, suspensión y extinción del derecho a la Renta Básica de Inserción, podrán iniciarse a instancia de parte, o de oficio, bien por propia iniciativa o bien mediante propuesta de los servicios sociales de atención primaria correspondientes.


      CAPÍTULO VII


      Obligaciones de los solicitantes, titulares, beneficiarios y perceptores


      El artículo 25 enumera las siguientes obligaciones de los solicitantes de la RBI:


      1. Comunicar, en el plazo de quince días, a los servicios sociales de atención primaria correspondientes al domicilio de la unidad de convivencia cualquier variación que pudiera producirse a partir de la fecha de presentación de la solicitud, respecto a la situación personal, económica y familiar.


      2. Proporcionar información veraz sobre las circunstancias familiares, económicas y de residencia que afecten al cumplimiento de los requisitos y colaborar en la verificación de dicha información.


      3. Mantener la residencia efectiva y continuada en la Región de Murcia.


      El artículo 26 contiene las obligaciones de los titulares y beneficiarios de la RBI, cuyo incumplimiento implicará la suspensión o extinción de la prestación, sin perjuicio del reintegro de las cantidades indebidamente percibidas, entre las que se incluyen las siguientes:


      — Destinar la prestación económica a ios fines establecidos en el articulo 142 del Código Civil y a la finalidad a la que ha sido otorgada.


      — Mantener la residencia efectiva y continuada en la Región de Murcia durante el tiempo de percibo de la prestación


      — Escolarizar y garantizar la asistencia continuada a los centros escolares de los menores pertenecientes a la unidad de convivencia, durante la etapa educativa obligatoria.


      — Solicitar cualquier derecho económico que pudiera corresponder a la unidad de convivencia durante la percepción de la prestación.


      — Participar activamente en la ejecución en las medidas contenidas en el proyecto individual de inserción.


      — Aceptar las ofertas formativas y de empleo adecuadas, formuladas a cualquier miembro de la unidad de convivencia.


      El artículo 27 establece la obligación de los perceptores de la RBI de reintegrar el importe de las percepciones indebidamente percibidas.


      El artículo 28 prescribe que los titulares de la Renta Básica de Inserción, en el plazo previsto para la revisión de la prestación por resolución, o cuando les sea solicitado por la Administración, deberán acreditar en los servicios sociales de atención primaria, en caso de modificaciones, la concurrencia de los requisitos exigidos para el mantenimiento del derecho.


      CAPÍTULO VIII


      Procedimiento para el reconocimiento de la Renta Básica de Inserción


      El artículo 29 dispone que el reconocimiento de la Renta Básica de Inserción se iniciará de oficio por el órgano competente para resolver, o mediante solicitud de las personas interesadas y regula la iniciación del procedimiento.


      El artículo 30 atribuye a los servicios sociales de atención primaria la instrucción del expediente para el reconocimiento de la RBI y establece los requisitos para la misma.


      El artículo 31 dispone que, tras la remisión del expediente por los servicios sociales de atención primaria, el órgano competente del IMAS procederá a su estudio y valoración. Con el fin de acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos, el órgano competente podrá solicitar cuanta documentación considere necesaria para poder resolver, así como recabar ·de otros organismos cuantos informes estime pertinentes.


      El artículo 32 determina que en el supuesto de que no se acredite la concurrencia de todos los requisitos exigidos para tener derecho a la prestación de Renta Básica de Inserción, procederá una valoración desfavorable por el Servicio con competencia en materia de prestaciones económicas y el dictado de la correspondiente resolución motivada de denegación por el Director General con competencias en materia de prestaciones económicas.


      En los supuestos de valoración favorable, el Director General competente formulará propuesta de concesión de la prestación al Director Gerente del IMAS. La Dirección Gerencial del IMAS, a la vista de esa propuesta y previa fiscalización favorable por la Intervención Delegada, resolverá motivadamente la concesión de la prestación.


      En todo caso, la resolución se dictará en el plazo máximo de dos meses, a partir de la fecha de entrada del expediente completo en el IMAS.


      Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere producido resolución se entenderá denegada la solicitud, sin perjuicio del deber que tiene la Administración de dictar resolución expresa en el procedimiento.


      El artículo 33 establece que contra la resolución administrativa de concesión, denegación, modificación, suspensión o extinción del derecho a la prestación de la Renta Básica de Inserción, se podrá interponer recurso de alzada ante el titular de la Presidencia del Instituto Murciano de Acción Social, en el plazo de un mes, de conformidad con las normas que regulan los procedimientos de las Administraciones Públicas.


      TÍTULO III


      Reintegro de prestaciones indebidas


      El artículo 34 atribuye al órgano concedente la competencia para exigir del titular o del perceptor/a, en su caso, el reintegro de las prestaciones y los complementos indebidamente percibidos.


      El artículo 35 enumera los supuestos en los que procederá el reintegro de la prestación.


      El artículo 36 remite a lo establecido en la Orden de 18 de abril de 1994, de la Consejería de Hacienda y Administración Pública sobre Tramitación de Reintegros para el procedimiento de reintegro de las prestaciones de RBI.


      TÍTULO IV


      Régimen sancionador


      El artículo 37 dispone la aplicación del régimen jurídico establecido en los artículos 25 a 32 de la Ley 3/2007, de 16 de marzo a las personas responsables, a las infracciones y sanciones, su clasificación y prescripción, así como a la graduación de las sanciones.


      El artículo 38 enumera los órganos competentes para la incoación de los procedimientos por presuntas infracciones tipificadas en la Ley 3/2007, de 16 de marzo. La resolución de los procedimientos sancionadores en materia de Renta Básica de Inserción corresponderá al titular de la Dirección Gerencial del IMAS.


      TÍTULO V


      Medidas para la inserción


      CAPÍTULO I


      Disposiciones generales


      El artículo 39 establece que se consideran medidas de inserción las destinadas a la promoción de personas que se encuentren en situación o riesgo de exclusión social, facilitando su acceso a los recursos sociales y/o laborales en igualdad de condiciones que el resto de miembros de la comunidad a la que pertenezcan, y favoreciendo su autonomía personal y social.


      Se entiende por situación o riesgo de exclusión social aquella en la que la persona carece de los recursos necesarios para cubrir sus necesidades básicas y/o se encuentra en una situación de dificultad personal o social, debido a la concurrencia de determinados factores o circunstancias personales, familiares y sociales, que constituyen una especial dificultad para su integración social o laboral y sea considerada como tal por los servicios sociales competentes.


      Las medidas de inserción tienen como objeto proporcionar a los interesados los apoyos personalizados previstos en la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      El artículo 41 estipula que las medidas de inserción dirigidas a promover y garantizar la inclusión social de las personas en situación o riesgo de exclusión social, se desarrollarán a través de las siguientes actuaciones:


      1. Proyectos individuales de inserción.


      2. Programas de integración social.


      3. Programas de integración sociolaboral.


      4. Medidas complementarias de carácter económico.


      5. Planes de Inclusión Social


      CAPÍTULO II


      Proyecto individual de inserción


      El artículo 41 establece que el proyecto individual de inserción, que deberá ser aprobado por el IMAS, se configura como el instrumento básico para garantizar los apoyos personalizados establecidos en la ley 3/2007, de 16 de marzo, así como para promover el desarrollo personal y la autonomía social de los beneficiarios.


      El proyecto individual de inserción se define como un conjunto de acciones destinadas a la integración social y laboral de las personas, con el fin de prevenir situaciones de exclusión social y su cronificación. En él se establecerán las medidas y apoyos personalizados para la integración social y laboral a los que se refiere el artículo 1.1 de la ley 3/2007, de 16 de marzo.


      El artículo 42 determina que podrán acceder a los proyectos individuales de inserción, además del titular, el resto de beneficiarios de la Renta Básica de Inserción. Quienes participen en un proyecto individual de inserción podrán acceder al resto de las medidas contempladas en el artículo 40, siempre que reúnan los requisitos establecidos en sus normas reguladoras.


      El artículo 43 prescribe que los proyectos individuales de inserción se elaborarán por los servicios sociales de atención primaria y les corresponderá la detección de la posible situación de riesgo y la suscripción de los proyectos, así como su seguimiento, contando con la participación y el consentimiento de los interesados. Se elaborará un proyecto individual de inserción para todos los titulares de la Renta Básica de Inserción, así como para los miembros de su unidad de convivencia que se considere necesario.


      El artículo 44 estipula que son obligaciones de las partes intervinientes en los proyectos individuales de inserción:


      a) Desarrollar las acciones acordadas en el proyecto individual de inserción.


      b) Comunicar al servicio competente del IMAS, en el plazo máximo de 15 días, cualquier variación que pueda incidir en el desarrollo del proyecto.


      El artículo 45 dispone que excepcionalmente, a propuesta de los servicios sociales de atención primaria, a los que corresponderá en todo caso la responsabilidad del seguimiento global de la ejecución del proyecto individual de inserción y por precisar de una especial intervención el lMAS podrá autorizar la elaboración y el seguimiento de los proyectos individuales de inserción para personas sin hogar, personas exreclusas, extranjeros refugiados o en situación de asilo en trámite, a entidades administrativas o sociales distintas de los centros de servicios sociales, siempre que desarrollen su actividad en el ámbito de la exclusión social, y estén inscritas en el Registro de Entidades, Centros y Servicios Sociales.


      Cuando desde los servicios sociales de atención primaria se valore que el beneficiario reúne condiciones de aptitud para participar en las acciones de orientación, formación y colocación que realiza el Servicio Regional de Empleo, procederá su derivación al mismo, con el fin de que desde dicho servicio se concreten las medidas de inserción oportunas.


      El artículo 45 determina que el proyecto individual de inserción podrá contemplar actuaciones y medidas para la incorporación social y/o laboral, entendidas como la aplicación de todos los recursos sociales de índole educativa, formativa, laboral, sanitaria, social y de vivienda, de carácter municipal, regional o estatal, que permitan garantizar el acceso a la integración social y a la incorporación laboral de los participantes en los proyectos de inserción.


      Los proyectos individuales de inserción se formalizaran según modelo normalizado que figura como anexo III, debiendo contener, al menos, lo siguiente:


      a) Diagnóstico de la situación sociolaboral en el deben recogerse los extremos que enumera el precepto.


      b) Las medidas para conseguir la incorporación social y/o laboral de los participantes en los proyectos.


      c) La relación de acciones a realizar por el interesado, y por otros miembros de la unidad de convivencia, en su caso.


      d) El pronóstico sobre la posibilidad de superación de la situación de exclusión, planteado como la meta a la que se podría llegar tras la aplicación de los diferentes recursos sociales y la realización de las acciones previstas por las partes intervinientes.


      El artículo 46 establece que duración de los proyectos individuales de inserción será la que resulte necesaria para la consecución de los objetivos de inserción, aun cuando no se mantenga la percepción de la prestación económica. En cualquier caso, esta será determinada por los servicios sociales de atención primaria con la participación de la persona o personas destinatarias de! Proyecto.


      CAPÍTULO III


      Programas de integración social y laboral


      El artículo 48 dispone que los Programas de integración social están constituidos por actividades organizadas, que podrán ser promovidos por corporaciones locales, entidades sin ánimo de lucro, y, en su caso, por empresas de iniciativa social, tienen como finalidad la prevención de procesos de exclusión y la promoción personal y social de quienes se encuentren en situación de dificultad social o riesgo de exclusión.


      Los Programas de Integración Social podrán contemplar medidas en los siguientes ámbitos: sanitario, educativo, vivienda, formación y participación social.


      El artículo 49 determina que los programas de integración social deberán reunir, al menos, las siguientes características básicas:


      1. Contemplar actuaciones dirigidas a la prevención, promoción y desarrollo personal y apoyo a la incorporación social.


      2. Trabajar de forma transversal y con la participación de los beneficiarios, la diversidad de aspectos carenciales de los mismos.


      3. Aplicar metodologías flexibles que permitan adaptar las acciones a desarrollar a las características de las personas en dificultad y favorecer el desarrollo de los procesos de inserción.


      4. Establecer actuaciones complementarias, desde una dimensión de intervención integral.


      El artículo 50 estipula que los programas de integración sociolaboral son actividades organizadas, dirigidas a facilitar la incorporación al mercado laboral de personas que, por sus características no pueden acceder al mismo en condiciones de igualdad. Estos programas podrán incluir medidas de formación laboral y medidas para mejorar las condiciones de empleabilidad y facilitar la incorporación laboral.


      El artículo 51 establece características básicas las siguientes que deberán reunir los programas de integración sociolaboral:


      1. Promover la integración sociolaboral y la igualdad de oportunidades.


      2. Promover actuaciones dirigidas a la mejora de la empleabilidad, a través del desarrollo de itinerarios individualizados de inserción sociolaboral


      3. Promover la inserción laboral de las personas desempleadas con mayores dificultades para el acceso al mercado de trabajo.


      4. Facilitar el conocimiento del mercado de trabajo y el acceso al mismo.


      5. Facilitar la colaboración y coordinación entre los distintos agentes o instituciones que realicen los programas y las Administraciones Local y Regional con competencias en inserción socio-laboral.


      El artículo 52 enumera los requisitos que deben reunir los programas de integración.


      Las entidades que desarrollen tos programas deberán:


      a) Desarrollar sus actuaciones en el territorio de la Región de Murcia.


      b) Acreditar capacidad técnica, organizativa y de gestión.


      c) Garantizar el acompañamiento y seguimiento propios deI trabajo social de las personas incluidas en los programas de integración, en colaboración con los técnicos responsables de los proyectos individuales de inserción de aquéllas.


      CAPÍTULO IV


      Financiación


      El artículo 53 dispone que las medidas de inserción podrán ser financiadas por las diferentes Administraciones Públicas, así como por la iniciativa privada. Con tal fin se podrán establecer convenios, subvenciones o contratos con carácter anual o plurianual.


      La Administración Regional velará por la progresiva implantación de las medidas de inserción, respondiendo su planificación a criterios de territorialidad y de intensidad de la demanda.


      Los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia establecerán, anualmente, los créditos destinados a la financiación de las medidas de inserción.


      TÍTULO VI


      Actuaciones de coordinación


      El artículo 54 establece que Comunidad Autónoma de la Región de Murcia incluirá a los beneficiarios Ley 3/2007, de 16 de marzo, entre las poblaciones de atención prioritaria de los planes de empleo y formación ocupacional, salud, servicios sociales, compensación educativa, educación de personas adultas y vivienda.


      El artículo 55 la Consejería competente en materia de política social colaborará con los servicios sociales de atención primaria para la consecución de los objetivos de inserción propuestos en los proyectos individuales de inserción, a través del establecimiento de los necesarios mecanismos administrativos de coordinación y cooperación.


      El artículo 56 prescribe la constitución en la Consejería competente en materia de política social de una Comisión de Seguimiento con carácter técnico de las medidas establecidas en la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      El artículo 57 regula la composición del la Comisión de Seguimiento, que estará presidida por el titular de la Gerencia del IMAS, o persona en quien delegue. En la misma estarán representadas las consejerías competentes en materia de política social, educación, empleo y formación, vivienda y salud; la administración local, las organizaciones empresariales, las organizaciones sindicales, el tercer sector y el Colegio Oficial de Trabajo Social de la Región de Murcia.


      El artículo 58 atribuye a la Comisión de Seguimiento las siguientes funciones:


      1. Realizar el seguimiento y la evaluación del desarrollo de la Ley 3/2007, de 16 de marzo y de lo establecido en sus normas de desarrollo.


      2. Actuar como órgano de consulta y asesoramiento para el desarrollo de las medidas establecidas en la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      3. Actuar como órgano de participación de los interlocutores sociales.


      4. Formular observaciones y propuestas relacionadas con la aplicación de la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      5. Emitir, al menos, un informe anual.


      El artículo 59 establece la creación de una Comisión de Coordinación, cuyo fin es coordinar la acción de las diferentes Administraciones Públicas implicadas en la aplicación de la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      El artículo 60 regula la composición de la Comisión de Coordinación, cuya presidencia asumirá el titular de la Consejería competente en materia de política social. En la misma estarán representadas las consejerías competentes en materia de política social, educación, empleo y formación, salud, vivienda y hacienda así como la Administración local.


      El artículo 61 dispone que las funciones de la Comisión de Coordinación serán las siguientes:


      1. Conocer los proyectos y programas desarrollados por los diferentes órganos de la Administración Regional y Local, relacionados con la inserción social y laboral de personas en situación o riesgo de exclusión social.


      2. Realizar propuestas para la optimización de los recursos públicos destinados a la inserción social y laboral.


      3. Velar por el cumplimiento de la atención preferente de los beneficiarios de la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      4. Realizar propuestas que faciliten el cumplimiento de los objetivos de la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      5. Establecer en su seno los grupos de trabajo técnico en los niveles regional y local, que sean necesarios para realizar una efectiva coordinación de la aplicación de todos los recursos necesarios para la integración social y laboral de los beneficiarios de la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      El artículo 62 determina que las Comisiones de Seguimiento y Coordinación establecerán sus normas de funcionamiento, debiendo reunirse, al menos, una vez al año.


      El Anexo I incorpora el modelo de solicitud de RBI


      El Anexo II incluye el modelo de Informe social de la RBI


      El Anexo III contiene el modelo de Proyecto Individual de Inserción de la RBI

    

  


  
    
      III. OBSERVACIONES


      Sobre el incumplimiento del plazo establecido para el desarrollo de reglamentario de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia


      Con carácter previo a la exposición de las observaciones sobre el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia objeto del presente dictamen a juicio de esta Institución resulta conveniente recordar que el Consejo Económico y Social en el dictamen 16/2008 ya tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      En dicho dictamen el CESRM valoró positivamente el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, porque su entrada en vigor posibilitará la implantación del sistema establecido en la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Región de Murcia y con ella la eficacia del reconocimiento del derecho subjetivo a una prestación económica y a recibir apoyos personalizados para la inserción laboral y social de las personas en situación o riesgo de exclusión social que establece la citada Ley 3/2007.


      Sin embargo, como se ha señalado en apartado de antecedentes del presente dictamen, el procedimiento, que debía concluir con la aprobación por el Consejo de Gobierno del Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y su posterior publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, se interrumpió y no llegó a su finalización.


      El Consejo Económico y Social considera necesario dejar constancia de la extraordinaria demora con la que se aborda el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007, a pesar del taxativo plazo de seis meses establecido por el legislador.


      A juicio de esta Institución el expediente tramitado para la elaboración del Proyecto de Decreto objeto del presente dictamen debería incluir, en primer lugar, la referencia a la previa existencia del Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, cuya tramitación avanzó, al menos, hasta la emisión del dictamen preceptivo por el Consejo Económico y Social.


      En segundo lugar, el CESRM considera que un adecuado entendimiento de la transparencia en la actuación de las administraciones públicas demanda la explicitación en el expediente de las causas que han conducido a la Administración Regional, por un lado, a suspender la tramitación iniciada, incumpliendo con ello el plazo establecido en la Ley 3/2007 así como los requerimientos para que aprobase el necesario desarrollo reglamentario de la Ley realizados por el Defensor del Pueblo de la Región de Murcia, la Defensora del Pueblo y la Asamblea Regional. Y, por otro, a restringir, como consecuencia de la ausencia del necesario desarrollo reglamentario, la plena vigencia de un derecho subjetivo reconocido con el objetivo de paliar la situación de los sectores más vulnerables de la ciudadanía de la Región de Murcia. En este sentido debe recordarse que la disposición transitoria tercera de la Ley 3/2007, prescribe que en tanto no se proceda al desarrollo reglamentario de la presente ley serán aplicables, a los perceptores de la Prestación del Ingreso Mínimo de Inserción y a los beneficiarios de la Renta Básica de Inserción, los importes y cuantías determinados en la Orden de 20 de octubre de 2006 de la Consejería de Trabajo y Política Social sobre actualización del importe de la prestación del Ingreso Mínimo de Inserción.


      Esta situación ha conllevado una merma importante de las cuantías percibidas por las personas a quienes se ha reconocido la prestación de Renta Básica de Inserción respecto a la cuantías mínimas establecidas por la Ley de Renta Básica para atender las necesidades vitales de sus titulares y de las personas a su cargo, precisamente en los momentos más difíciles de la crisis económica, cuando la actuación protectora de las administraciones públicas resulta más imprescindible.


      Con independencia de las anteriores consideraciones, el Consejo Económico y Social de la Región de Murcia, valora positivamente el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia con base en la misma razón fundamental que le llevó a valorar positivamente en el dictamen 16/2008 el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, es decir, porque su entrada en vigor posibilitará la implantación del sistema establecido en la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Región de Murcia y con ella la eficacia del reconocimiento del derecho subjetivo a una prestación económica y a recibir apoyos personalizados para la inserción laboral y social de las personas en situación o riesgo de exclusión social que establece la citada Ley 3/2007.


      En este sentido debe tenerse en cuenta que, con carácter general, la regulación establecida en el Proyecto de Decreto objeto del presente coincide sustancialmente con la contenida en proyecto de Reglamento de la Renta Básica de Inserción ya dictaminado por esta Institución.


      El CESRM considera que, por razones de coherencia con sus anteriores manifestaciones, en el presente dictamen debe tener en cuenta las consideraciones realizadas en el dictamen 16/2008, dado que existen supuestos en los que la regulación establecida en el Proyecto de Decreto ya dictaminado responden más adecuadamente, a juicio de este Organismo, a la naturaleza y finalidad de la Ley de Renta Básica que la regulación sobre los mismos contenida en el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      Por otra parte, también debe dejarse constancia de que en el largo período transcurrido desde la aprobación de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Región de Murcia, se han producido relevantes modificaciones en la regulación inicial sobre las rentas básicas de inserción establecida en diferentes Comunidades Autónomas. Algunas de estas modificaciones dan respuesta a cuestiones planteadas por el Consejo Económico y Social en el dictamen 4/2006, sobre el Anteproyecto de Ley de Renta Básica de la Región de Murcia. Por ello, sin perjuicio de que el análisis del Proyecto de Decreto objeto del presente dictamen se enmarque en el necesario respeto que el desarrollo reglamentario debe a la regulación establecida en la Ley 3/2007, a juicio del Consejo Económico y Social resulta oportuno incardinar en el presente dictamen algunas de las consideraciones realizadas sobre determinados aspectos del Anteproyecto de Ley de Renta Básica de Inserción.


      A diferencia del primer Proyecto de Decreto que abordó el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007, denominado Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, que incluía en su propio articulado el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007, el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, consta de un artículo único en el que dispone que se aprueba, en aplicación de la Disposición final primera de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, el Reglamento de Renta Básica de Inserción de la Región de Murcia, cuyo texto se inserta a continuación. Asimismo incluye cuatro disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.


      Sin embargo, en el texto del Reglamento de Renta Básica de Inserción se siguen manteniendo las referencias al “presente Decreto”. Estas referencias debieran, por razones de técnica legislativa y de claridad de la regulación, adaptarse al sistema elegido y, por ello, sustituirse por las referencias a las disposiciones de “este Reglamento”.


      Sobre las medidas complementarias de carácter económico y los Planes de Inclusión Social


      El artículo 40 del Reglamento, rubricado Tipos de medidas, integrado en el Capítulo I, Disposiciones generales, del TÍTULO V, Medidas para la inserción dispone que las medidas de inserción dirigidas a promover y garantizar la inclusión social de las personas en situación o riesgo de exclusión social, se desarrollarán a través de las siguientes actuaciones:


      1. Proyectos individuales de inserción.


      2. Programas de integración social.


      3. Programas de integración sociolaboral.


      4. Medidas complementarias de carácter económico.


      5. Planes de Inclusión Social


      En relación con este precepto el CESRM quiere reseñar que en el mismo se transcriben las medidas establecidas en el artículo 34 de la Ley 3/2007, en uso de la denominada técnica de lex repetita, cuya utilización, como esta Institución viene señalando, conforme a la doctrina del Consejo Jurídico y del Consejo de Estado debe tener carácter excepcional y, en todo, caso requiere la mención del precepto de la Ley cuyo contenido se transcribe.


      A continuación, el Capítulo II del Título V incorpora las disposiciones reguladoras del Proyecto individual de inserción; el Capítulo III contiene las correspondientes a los programas de integración social y laboral. El Título V concluye con el Capítulo IV, integrado por el artículo 53, sobre la financiación de las medidas de inserción.


      Sin embargo el Título V no incluye disposiciones reglamentarias en las que se desarrollen las medidas complementarias de carácter económico y los Planes de Inclusión Social, que también forman parte de las medidas de inserción establecidas por el artículo 34 de la Ley 3/2007, cuyo contenido, como se ha indicado, reproduce el artículo 40 del Reglamento. En opinión de esta Institución resulta necesario que el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007 incluya el de todas las medidas de inserción establecidas en la misma.


      En relación con las medidas complementarias de carácter económico debe recordarse que el artículo 43 de la 3/2007 establece que los proyectos individuales de inserción podrán contemplar la procedencia de otras ayudas de carácter económico de las gestionadas por el Instituto Murciano de Acción Social, para atender situaciones y necesidades cuya satisfacción resulte imprescindible para alcanzar la inserción social de las personas o para evitar el riesgo de actualización de procesos de exclusión.


      En otro orden de cosas, el Consejo Económico y Social quiere reiterar, como ya hiciera en el dictamen 16/2008, la recomendación realizada en la Memoria sobre la Situación Económica Socioeconómica y Laboral de la Región de Murcia 2007, en el sentido de que sería conveniente que la Administración Regional procediera a una reelaboración y reestructuración del conjunto de medidas que tiene establecidas para la inserción y protección social. Dicha reestructuración podría abordarse junto con la elaboración del Plan Regional para la Inclusión Social que, a tenor de lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley 3/2007, debe elaborar la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      La conveniencia de abordar la reelaboración y reestructuración del conjunto de medidas de inserción y protección social puesta de relieve por el Consejo Económico y Social en los documentos citados en el año 2008, se ha convertido ya, en opinión de esta Institución, en una necesidad ineludible. Y ello porque, como se ponía de relieve en el capítulo que la Memoria sobre la situación socioeconómica y laboral de la Región de Murcia en el año 2012, último año en el que esta Institución abordó el análisis de las prestaciones de inserción y protección social de la CARM, buena parte de las ayudas económicas que dan contenido al PRIPS han ido debilitándose a lo largo del periodo 2007-2012, hasta terminar por desaparecer completamente del sistema regional de protección social. Y, aunque en cierta medida, esto pueda justificarse por el desarrollo progresivo del Sistema para la Autonomía y la Atención a la Dependencia (SAAD) -algunas de cuyas prestaciones son incompatibles con ciertas ayudas integradas en el PRIPS-, no se puede descartar que en este proceso hayan quedado sin cobertura determinadas necesidades antes cubiertas y, consiguientemente, sin protección ciertos grupos de población que en los primeros años de la crisis gozaban de la condición de beneficiarios de las prestaciones del Plan Regional.


      En efecto, como ponía de manifiesto la citada memoria, en el año 2012 solo mantienen su vigencia efectiva dos prestaciones periódicas del Plan Regional de Inserción y Protección Social: la Renta básica de inserción (RBI) y las Ayudas periódicas de inserción y protección social (APIPS). Además éstas son las únicas prestaciones económicas que registraron altas en dicho año, no habiéndose concedido en ese ejercicio, de hecho, ninguna ayuda de carácter no periódico.


      En la fecha de elaboración del presente dictamen, el portal de la CARM informa que la convocatoria de Ayudas periódicas de inserción y protección social se encuentra cerrada y que por Resolución del Director Gerente del Instituto Murciano de Acción Social de 05/03/2014, durante el ejercicio 2014 se suspende la tramitación de nuevas solicitudes de Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social, destinando la dotación presupuestaria del concepto 51.04.00.314C 481.01, proyecto de gasto 10294, al mantenimiento de las ayudas reconocidas a fecha 28/02/2014.


      Respecto a los Planes para la Inclusión el artículo 44 de la Ley 3/2007 prescribe en su apartado 1 que la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia elaborará periódicamente planes regionales para la Inclusión Social, en los que se recogerán las medidas dirigidas a prevenir la exclusión y favorecer la inserción social de quienes padecen situaciones o riesgo de exclusión.


      Por su parte el apartado 2 del mismo precepto estipula que de igual manera, la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia prestará su colaboración a los ayuntamientos que deseen elaborar, solos o de forma mancomunada de acuerdo con la zonificación de servicios sociales, planes locales para la Inclusión Social, en los que se recogerán las medidas que han de desarrollarse en sus respectivos ámbitos territoriales.


      Esta Institución considera que el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007 de Renta Básica de la Región de Murcia resulta incompleto sin el establecimiento de un plazo para la que la Administración apruebe el primer Plan Regional de Inclusión Social elaborado conforme a lo establecido en sus disposiciones .


      Por su relación directa con las anteriores consideraciones resulta oportuno recordar que en la Memoria sobre la situación socioeconómica y laboral del año 2012, el CESRM reseñaba en sus consideraciones que los datos que exponía en los capítulos 5, sobre el impacto de la crisis económica sobre la pobreza y la exclusión social en la Región de Murcia, y 6, sobre la acción protectora de las prestaciones de inserción y protección social en nuestra Comunidad, evidenciaban que la crisis económica estaba socavando de manera incesante los niveles de bienestar de la población murciana desde su inicio en el año 2007, de forma más intensa que en la media de nuestro país, incrementando alarmantemente tanto las situaciones de pobreza y exclusión como las de riesgo de caer en ambas. Además, se constataba que entre los afectados por esta preocupante evolución se incluyen personas y segmentos de población que, hasta hace poco tiempo, se podían considerar al margen de ambas situaciones.


      Esta recomendación de la Memoria del año 2012 reseñaba que en estas circunstancias económicamente tan adversas como las que atravesaba nuestra Región, de mayor intensidad, si cabe, que el conjunto del país, la acción compensadora de los sistemas públicos de protección social es crucial para paliar el deterioro del bienestar económico de los ciudadanos y garantizar la cohesión social.


      Sin embargo, continuaba señalando la Memoria del año 2102, el análisis de la evolución del sistema de pensiones y prestaciones de inserción y protección social de la administración regional pone de manifiesto que, lejos de intensificar sus niveles de protección, los programas de ayudas que conforman dicho sistema han experimentado un notable retroceso, tanto en lo que se refiere a su grado de cobertura poblacional como por lo que atañe al gasto destinado a dar contenido material a dichas ayudas.


      A la vista de las anteriores consideraciones, en opinión del Consejo Económico y Social, la elaboración del Plan Regional para la inclusión social, además de dar cumplimiento al mandato del artículo 44 de la Ley 3/2007, ofrece una oportunidad para abordar la ya mencionada necesidad de reestructuración del conjunto de las medidas de inserción y protección social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      La ausencia de desarrollo de las medidas complementarias de carácter económico y los Planes de Inclusión también es objeto de consideración en el Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos Europeos, que pone de relieve que en cuanto al contenido del proyecto de Reglamento, el artículo 40 relaciona los tipos de medidas de inserción, desarrollando en los siguientes capítulos los 3 primeros tipos (proyectos individuales de inserción, Programas de integración Social y Programas de integración sociolaboral). Sin embargo, se deja sin desarrollo ni mención alguna a los 2 últimos tipos citados en dicho artículo (Medidas complementarias de carácter económico y Planes de Inclusión Social).


      A este respecto, en la nueva memoria presentada se alega que en cuanto a los Planes de Inclusión Social, “la dificultad de financiación de las medidas que ha de incorporar obliga a posponer su desarrollo hasta otro momento de mayor viabilidad económica”.


      En lo que respecta a las Medidas complementarias de carácter económico, se indica en la Memoria que en la actualidad se hallan desarrolladas en el Decreto 65/1998, de 5 de noviembre, por el que se regulan las ayudas, prestaciones y medidas de inserción y protección social, (modificado por el Decreto 84/2006, de 19 de mayo), y que permanecerán “pendientes de una posterior regulación tras la aprobación del presente Decreto”.


      Sobre los recursos humanos necesarios para la implementación del Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia


      La necesidad de contar con los recursos humanos necesarios para la implementación del Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia ha sido objeto de numerosos pronunciamientos a lo largo del expediente tramitado en la elaboración del Proyecto de Decreto objeto del presente dictamen.


      La especial trascendencia de esta cuestión para la efectiva vigencia del derecho subjetivo a la renta básica de inserción, a la que se suma la complejidad derivada del hecho de tener que tomar en consideración informes de diferentes centros directivos emitidos en el ejercicio de sus propias competencias, que, a su vez, ocasionan la emisión de nuevos informes, hace aconsejable incorporar en el presente dictamen de forma literal las manifestaciones sobre la cuestión de los recursos humanos que constan en los repetidos informes, con el objetivo de favorecer la transparencia sobre las actuaciones realizadas así como para evitar interpretaciones que no respondan a lo efectivamente señalado en los referidos informes.


      En el expediente remitido para la emisión del presente dictamen constan dos Memorias de Análisis de Impacto Normativo (MAIN) relativas al borrador de Decreto por el que se aprueba el reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      En la primera de ellas, de fecha 5 de febrero de 2016, se reseña que respecto a los recursos humanos necesarios para asumir las nuevas cargas administrativas de gestión y seguimiento de la prestación económica, dada la complejidad de la tramitación de las prestaciones de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de Murcia, el volumen alcanzado en la demanda y la previsión de mantenimiento de esta, dada la actual situación del mercado laboral, se precisan de funcionarios de carrera, efectivos que por su continuidad rentabilizan la formación recibida y son garantía de mejora continua en su actividad profesional y por tanto en la calidad de los servicios prestados.


      En esta Memoria se consideran precisos los siguientes puestos de trabajo para dar respuesta a la demanda:


      2 Auxiliar Administrativo


      1 Auxiliar Especialista


      4 Asistente Social/D.T.S.


      1 Jefe Sección gestión de 1 personal


      1 Técnico de gestión


      El coste de la dotación presupuestaria de los citados puestos de trabajo se estima en 308.519,82 €.


      En cuanto a las tareas a realizar que justifican la necesidad de los referidos puestos de trabajo, la Memoria señala las siguientes:


      El Técnico de Gestión, grupo B (cuerpo técnico, opción trabajo social), se destinará a la coordinación de los trabajadores sociales de atención primaria responsables de la elaboración, desarrollo y seguimiento de los proyectos individuales de inserción, segundo derecho subjetivo reconocido por la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      El auxiliar especialista se destinará de forma exclusiva a la ejecución administrativa de las diferentes nóminas de Renta Básica de Inserción.


      El Jefe de Sección Administrativo se responsabilizará de las funciones de ejecución, tramitación, coordinación y control de las funciones administrativas derivadas del desarrollo de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la CARM, así como de la Ley 11 /2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos reconoce en su artículo 6.2.b) el derecho de estos a no aportar los datos y documentos que obren en poder de las Administraciones Públicas, y de las derivadas de la aplicación de la Orden de 18 de abril de 1994, de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, sobre tramitación de reintegros.


      En relación con las previsiones de la MAIN en materia de recursos humanos el informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos Europeos, de 9 de marzo de 2016, manifiesta en relación con la previsión de necesidades de incremento que es necesario que se concrete el modo en que se costearán las nuevas plazas a dotar, necesarias según la Memoria económica para gestionar el incremento de las solicitudes y la complejidad de los expedientes (mediante redistribución de efectivos, modificación en la relación de puestos de trabajo etc.). A estos efectos, entendemos que debe formularse por parte del IMAS la correspondiente consulta dirigida a la Dirección General de la Función Pública y Calidad de los Servicios para que se pronuncie sobre la creación de dichas plazas y la financiación de las mismas, a fin de que se remitan las observaciones realizadas por el mencionado Centro Directivo junto a la contestación a este escrito.


      Con fecha 25 de abril de 2016, el Informe del Jefe del Servicio de Evaluación de Puestos y Planificación de Efectivos de la Dirección General de la Función Pública y Calidad de los Servicios señala, en primer lugar, que la MAIN concluye que tan solo la gestión de la prestación económica exigirá ampliar, al menos, en cinco efectivos el equipo técnico competente:


      — un auxiliar administrativo.


      — un auxiliar especialista (para la ejecución administrativa de las diferentes nóminas de Renta Básica de Inserción).


      — dos trabajadores sociales.


      — un técnico de gestión (para coordinar a los trabajadores sociales de atención primaria responsables de los proyectos individuales de inserción).


      Y en segundo lugar, que el coste de los recursos humanos adicionales se cifra en 175.385,92 euros, según la MAIN y que no se recoge en la MAIN los efectivos que actualmente gestionan las solicitudes del Ingreso Mínimo de Inserción, y que previsiblemente se encargarán de la nueva prestación, ni la carga de trabajo que ello comporta y aquellos datos que permitan concretar exactamente el número de efectivos adicionales necesarios y su tipología.


      En tercer lugar el citado informe indica que la MAIN sobre el Borrador de Decreto por el que se aprueba el reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia debe reelaborarse teniendo en cuenta lo establecido en la Disposición adicional primera de la Ley 4/2016, de 15 de abril, de regulación de los procedimientos de emergencia ciudadana en la Administración de la Región de Murcia y condicionarse a lo que resulte de la planificación que ha de aprobar el Consejo de Gobierno en un plazo no superior a tres meses, previo diagnóstico y estudio de las necesidades materiales y de recursos humanos.


      El informe del Jefe del Servicio de Evaluación de Puestos y Planificación de Efectivos de la Dirección General de la Función Pública y Calidad de los Servicios concluye reseñando que cualquier decisión sobre creación de puestos de trabajo para atender la puesta en marcha del proyecto normativo remitido, concluye, estará condicionada a lo dispuesto en la Disposición adicional primera de la Ley 4/2016, y en concreto a lo que establezca la planificación que ha de aprobar el Consejo de Gobierno.


      En fecha 31 de mayo de 2016, el Director General de la Función Pública y Calidad de los Servicios, en respuesta a la remisión de la Memoria por el Director Gerente del IMAS, le comunica que cualquier previsión sobre necesidades de recursos humanos adicionales deberá efectuarse en el marco de lo dispuesto en la Disposición adicional primera de la citada Ley 4/2016 y condicionarse a la planificación de recursos humanos establecida en la misma para asegurar la dotación de recursos suficientes para garantizar la ejecución eficaz de los procedimientos de emergencia ciudadanos.


      La tramitación del proyecto normativo y de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo que lo acompaña no exige la emisión por parte de esta Dirección General de un informe sobre las previsiones de los costes y de recursos humanos adicionales que se contienen en la misma. Y ello sin perjuicio de que en su omento y conforme a los procedimientos establecidos en la Ley de la Función Pública Regional y demás normativa reglamentaria se produzcan las actuaciones e informes que acedan, siempre teniendo en cuenta la necesaria intervención de la Dirección General Presupuestos y Fondos Europeos en ejercicio de las competencias atribuidas a cada centro directivo


      Por su parte, el Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos Europeos de 7 de junio de 2016, recuerda que en relación a la cobertura de dicho personal, el IMAS solicitó informe a la Dirección General de Función Pública y Calidad de los Servicios, el cual señala que el coste anual reflejado en la MAIN (Memoria de Impacto Normativo del Proyecto de Decreto que el IMAS adjuntó a dicha solicitud) de los efectivos adicionales ascendería a 175.385,92 euros. Sin embargo, el informe de la Dirección General de la Función Pública y Calidad de los Servicios concluye que “cualquier decisión sobre creación de puestos de trabajo para atender la puesta en marcha del proyecto normativo remitido estará condicionada a lo dispuesto en la Disposición adicional primera de la Ley 412016 (de 15 de abril, de regulación de los procedimientos de emergencia ciudadana en la Administración de la Región de Murcia}, y en concreto a lo que establezca la planificación que ha de aprobar el Consejo de Gobierno”.


      Tras el análisis pormenorizado del impacto presupuestario del Proyecto de Decreto, este informe concluye que el coste en 2017 podría verse incrementado con los impactos comentados en nuestra 2ª observación, así como por los gastos de personal derivados de los nuevos efectivos que se precisarían según el IMAS, que los cuantifica en 175.385,92 euros.


      En consecuencia, para los ejercicios 2017 y siguientes, y de acuerdo con la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, deberían arbitrarse medidas para garantizar el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, teniendo en cuenta los incrementos del gasto comentados anteriormente


      Tras la emisión de los informes citados la segunda Memoria de Análisis de Impacto Normativo relativa al borrador de Decreto por el que se aprueba el reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, de fecha 13 de junio de 2016, manifiesta que los recursos humanos necesarios para la puesta en marcha del Reglamento de la Renta Básica de Inserción son los siguientes:


      1 Auxiliar Administrativo


      1 Auxiliar Especialista


      2 Asistente Social/D.T.S.


      1 Técnico de gestión


      Asimismo señala que en la dotación de dichos efectivos se estará a lo establecido en el artículo 69 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, Estatuto Básico del Empleado Público, (BOE Nº 89, del 13 de abril), según lo previsto en la Disposición Adicional Primera de la Ley 4/2016.


      El Técnico de Gestión, grupo B (cuerpo técnico, opción trabajo social), se destinaría a la coordinación de los trabajadores sociales de atención primaria responsables de la elaboración, desarrollo y seguimiento de los proyectos individuales de inserción, segundo derecho subjetivo reconocido por la Ley 3/2007, de 16 de marzo.


      El auxiliar especialista se destinará de forma exclusiva a la ejecución administrativa de las diferentes nóminas de Renta Básica de Inserción.


      Estas previsiones se incardinarán en el diagnóstico y estudio de las necesidades materiales previsto en la Ley 4/2016, de 15 de abril, de Regulación de los Procedimientos de Emergencia Ciudadana en la Administración de la Región de Murcia, (BORM Nº 89, de 19 de abril), para su consideración en la planificación de recursos humanos que realizará el Consejo de Gobierno y por tanto, quedará subordinado a su aprobación por el mismo.


      En dicho diagnóstico se estudiarán los efectivos que actualmente gestionan prestación económica del Ingreso Mínimo de Inserción y las correspondientes cargas de trabajo que todo ello comporta.


      Por otra parte, debe dejarse constancia de que en la tabla que resume la previsión del coste de la puesta en marcha del Reglamento de la Renta Básica de Inserción cuantifica en cero euros el costo de los recursos humanos.


      En relación con esta cuestión el Consejo Económico y Social, sin perjuicio de poner de manifiesto su perplejidad por el resultado del procedimiento relativo al impacto presupuestario del proyecto normativo en lo relativo a la necesidad de recursos humanos necesarios para la puesta en marcha del Reglamento de la Ley 3/2007, considera necesario realizar las siguientes observaciones.


      En primer lugar debe resaltarse que, conforme consta en la Memoria de Análisis de Impacto Normativo relativa al borrador de Decreto por el que se aprueba el reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, de fecha 13 de junio de 2016 no existen previsiones presupuestarias para la dotación de los recursos humanos necesarios para la realización de las tareas que el Reglamento que se aprueba atribuye a la Administración Regional.


      En segundo lugar, que a la vista de lo expresado en los diferentes informes emitidos sobre esta cuestión, la ausencia de previsiones presupuestarias para la dotación de los recursos presupuestarios necesarios deriva fundamentalmente de lo establecido en la disposición adicional primera de la Ley 4/2016, de 15 de abril, de regulación de los procedimientos de emergencia ciudadana en la Administración de la Región de Murcia. Esta disposición determina que el Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, en un período no superior a tres meses desde la publicación de esta ley en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, previo diagnóstico y estudio de las necesidades materiales facilitadas por las consejerías competentes por razón de la materia, realizará la planificación de los recursos humanos en las administraciones públicas de la Región de Murcia conforme a lo establecido en el artículo 69 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, para asegurar la dotación de recursos materiales suficientes para garantizar la ejecución eficaz de los procedimientos de emergencias ciudadanos. Asimismo resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto Legislativo 1/2001, de 26 de enero, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Función Pública de la Región de Murcia.


      En tercer lugar, que el Consejo de Gobierno no ha elaborado la planificación de los recursos humanos prevista en la citada disposición adicional primera de la Ley 4/2016, a pesar de que ya ha transcurrido el plazo de tres meses establecido en la repetida disposición.


      Con base en las anteriores observaciones el Consejo Económico y Social considera necesario, en primer lugar, instar al Consejo de Gobierno a dar cumplimiento a disposición adicional primera de la Ley 4/2016, de 15 de abril, de regulación de los procedimientos de emergencia ciudadana en la Administración de la Región de Murcia.


      A juicio de esta Institución resulta paradójico que, precisamente la adecuada implementación del desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007, realizada con un inexplicable retraso e incumplimiento del plazo legalmente establecido para ello, pueda verse impedida porque no haberse cumplido el mandato de la Ley 4/2016, de 15 de abril, de regulación de los procedimientos de emergencia ciudadana en la Administración de la Región de Murcia. Sobre todo teniendo en cuenta que el objetivo de la disposición adicional primera de la Ley 4/2016 consiste, como en la misma expresamente se pone de manifiesto, en asegurar la dotación de recursos materiales suficientes para garantizar la ejecución eficaz de los procedimientos de emergencias ciudadanos.


      Por ello, el CESRM, teniendo en cuenta el pormenorizado análisis incorporado en la primera Memoria de Análisis de Impacto Normativo relativa al borrador de Decreto por el que se aprueba el reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, corregido en la segunda versión de la misma, en las que se justifica la necesidad de dotar de suficientes recursos humanos la puesta en marcha del Reglamento de la Renta Básica de Inserción, quiere dejar constancia expresa de que en su opinión resulta absolutamente imprescindible que la Administración Regional realice las actuaciones necesarias para que la gestión de la prestación de la Renta Básica de Inserción se realice en condiciones que garanticen que la tramitación de las solicitudes y el reconocimiento de las prestaciones económicas y de otro tipo previstas en la Ley 3/2007 pueda llevarse a cabo desde el momento de la entrada en vigor del Reglamento.


      La ineludible necesidad de dotación de los recursos humanos para la tramitación de los expedientes de la RBI se ve reforzada precisamente por la prescripción establecida por el artículo 3.1 de la Ley 4/2016, que declara la tramitación de urgencia de los procedimientos declarados de emergencia ciudadana por entender que existe interés público que así lo aconseja. Por ello, se entienden reducidos a la mitad los plazos máximos establecidos en los referidos procedimientos salvo para la presentación de solicitudes y recursos.


      Sobre la participación de las entidades locales en la elaboración del Proyecto de Decreto


      El Consejo Económico y Social considera necesario reiterar, como ya hiciera en el dictamen 16/2008, que hubiera sido conveniente que las consultas realizadas en la elaboración del mismo se hubiesen extendido también a los municipios de nuestra Región. Esta consulta hubiera tenido una especial relevancia por el papel tan trascendental que el Reglamento de la Renta Básica de Inserción asigna a los Servicios Sociales de Atención Primaria, que son prestados por los municipios, y el incremento de la carga de trabajo que para los mismos conlleva la puesta en marcha del sistema establecido en la Ley de Renta Básica de Inserción y en el Reglamento cuya aprobación constituye el objeto del Proyecto de Decreto que se dictamina.


      En este sentido debe reseñarse que el Informe del Servicio de Asesoramiento de la Dirección General de Administración Local sobre el Proyecto de Decreto, también incide en este mismo aspecto. En efecto, dicho Informe, tras poner de relieve que el Proyecto concede un notable protagonismo a lo largo de todo su articulado a los servicios sociales de atención primaria y destacar, a título de ejemplo, algunos de los preceptos del mismo en los que se mencionan las funciones atribuidas a los servicios sociales de atención primaria, señala que no existiendo constancia en este Centro Directivo de que en la tramitación del presente Anteproyecto de Ley se haya dado audiencia a las Entidades Locales afectadas, debe llevarse a cabo la referida consulta a fin de que en el presente proceso de elaboración y aprobación de la norma se cuente con el pronunciamiento de los Ayuntamientos, a través, por ejemplo, del sometimiento del borrador a la Federación de Municipios de la Región de Murcia a fin de garantizar y ser plenamente respetuosos con el derecho de las mismas a intervenir en cuantos asuntos afecten al ámbito de sus intereses y a ser consultadas, en la medida de lo posible, a su debido tiempo y de forma apropiada, en todas aquellas cuestiones que les afecten directamente, en cumplimiento del artículo 3.2 de la Ley 6/1988, de 25 de agosto, de Régimen Local y del artículo 4.6 de la Carta Europea de Autonomía Local.


      Sobre la valoración del patrimonio y sus rendimientos para la determinación de los recursos económicos a efectos de la Renta Básica de Inserción


      El artículo 14 dispone que se considerará patrimonio el conjunto de los bienes y derechos de contenido económico de los que ostente la titularidad o la facultad de disposición cualquiera de las personas que formen parte de la unidad de convivencia. El patrimonio así considerado será valorado de acuerdo con las siguientes reglas:


      1. Los bienes inmuebles, rústicos o urbanos, se considerarán según su valor catastral.


      En relación con esta disposición el Consejo Económico y Social quiere recordar que conforme a lo establecido en el Decreto 126/2010, de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las prestaciones económicas y servicios del sistema de autonomía y atención a la dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la vivienda habitual se halla expresamente excluida del cómputo patrimonial en orden a la determinación de la capacidad económica de los beneficiarios en el SAAD en nuestra Región.


      En efecto, el artículo 5.3 del Decreto 126/2010 dispone que se consideran exentos de cómputo, la vivienda habitual y los bienes y derechos calificados como tales en la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio.


      No obstante lo anterior, únicamente se computará la vivienda habitual, en el supuesto de que el beneficiario perciba el Servicio de Atención Residencial o la prestación económica vinculada a tal servicio y no tenga personas a su cargo que continúen residiendo en dicha vivienda. A los efectos de este cómputo se tendrá en cuenta el valor catastral de la vivienda habitual.


      Se considerarán personas a su cargo, el cónyuge o personas con análoga relación de afectividad, ascendientes mayores de 65 años, descendientes o personas vinculadas al beneficiario por razón de tutela o acogimiento menores de 25 años, o mayores de tal edad en situación de dependencia o con discapacidad, siempre que convivieran con el beneficiario y dependan económicamente del mismo.


      El artículo 14.4 determina que los ingresos procedentes de premios, indemnizaciones, donaciones, herencias o cualquier tipo de incremento patrimonial, serán computados durante los doce meses siguientes a su percibo, exceptuándose aquellas cantidades destinadas a la vivienda habitual o al pago de deudas.


      También en este supuesto la regulación del Proyecto de Decreto difiere de la regulación establecida en el ámbito del SAAD en la CARM ya que conforme a lo establecido en el artículo 5.1 del Decreto 126/2010 a los efectos de lo previsto en el presente decreto, se considera patrimonio del beneficiario el conjunto de bienes y derechos de contenido económico de que sea titular, con deducción de las cargas y gravámenes que disminuyan su valor, así como de las deudas y obligaciones personales de las que debe responder, de conformidad con las normas fiscales que, en su caso, pudieran resultar de aplicación.


      Por su parte, el artículo 15 del Proyecto de Decreto establece que se considerarán rendimientos del patrimonio los rendimientos netos procedentes de la explotación del patrimonio de los miembros de la unidad de convivencia.


      1. Se computarán en concreto los procedentes de la explotación del patrimonio y los rendimientos obtenidos por usufructo, alquileres, venta, traspaso o cesión, tanto de bienes rústicos como urbanos, así como todo tipo de ingresos financieros y otros de análoga naturaleza.


      El cálculo de estos ingresos se realizará teniendo en cuenta los rendimientos netos obtenidos durante el último ejercicio fiscal, siempre que no se acrediten variaciones al respecto.


      2. Cuando el valor catastral del conjunto de los bienes inmuebles resulte inferior a cuatro anualidades del IPREM, se computará como rendimiento la cuantía resultante de aplicar el porcentaje establecido en concepto de interés legal del dinero al valor catastral.


      A juicio del Consejo Económico y Social la valoración del patrimonio y de los rendimientos del mismo en orden a la determinación de los recursos económicos de la unidad de convivencia a efectos del derecho a la prestación de la RBI debe responder a los mismos criterios establecidos para la determinación de la capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las prestaciones económicas y servicios del sistema de autonomía y atención a la dependencia en la CARM.


      En este sentido esta Institución considera conveniente recordar que el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia objeto del dictamen 16/2008 de este Consejo, elaborado por tanto con anterioridad a la aprobación del Decreto 126/2010, de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las prestaciones económicas y servicios del sistema de autonomía y atención a la dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, establecía en su artículo 21.1 que en el caso de bienes inmuebles rústicos o urbanos, se tomará el valor catastral correspondiente, a excepción de la vivienda o alojamiento que constituya la residencia habitual de la unidad de convivencia, valorándose, en este caso, solo el importe del valor catastral que exceda el valor de quince veces la cuantía anual del Indicador Público de Rentas de Efectos Múltiples.


      Sobre los criterios para determinación de la cuantía del complemento mensual variable de la RBI en función de los miembros de unidad de convivencia


      El artículo 16.1 dispone que la cuantía de la Renta Básica de Inserción será el resultado de sumar a la prestación básica establecida para la primera persona, los complementos adicionales por cada miembro de la unidad de convivencia susceptibles de ser beneficiarios de la citada prestación.


      Por su parte el artículo 16.1 establece que la prestación mensual básica para la primera persona queda establecida en el 80 % del IPREM mensuaI. Este importe se incrementará para la segunda persona en el 20 % de dicho IPREM, para la tercera y cuarta persona en el 10 %, para la quinta y siguientes en el 8 %, cuando estas sean menores de edad, aplicándose el 50% de dichas cuantías para los adultos de la unidad de convivencia 1 hasta un máximo del 150% del IPREM mensual.


      El artículo 21.2 del Proyecto de Decreto objeto del dictamen 16/2008, regulaba las cuantías de la prestación mensual para la primera y siguientes personas en los siguientes términos:


      La prestación mensual básica para la primera persona queda establecida en el 75% del Indicador Público de Rentas de Efectos Múltiples (IPREM). Este importe se incrementará para la segunda persona en un 20% del citado indicador, del 15% para la tercera, cuarta y quinta y del 10% para la sexta persona, hasta un máximo del 150% del mismo.


      Los importes anteriores para los miembros de la unidad de convivencia serán multiplicados por dos, en el caso de personas con discapacidad o en situación de dependencia, salvo en aquellos supuestos en los que dichas personas tengan acceso a pensión o prestación de análoga naturaleza.


      Como puede observarse en el Proyecto de Decreto dictaminado en el año 2008 el importe de la prestación mensual básica se mantenía en el mínimo previsto por el artículo 10.2 de la Ley 3/2007. Por tanto, el Proyecto de Decreto amplía la protección mínima establecida por la Ley 3/2007 para la prestación mensual básica de RBI. Esta mejora en la cobertura de las necesidades básicas merece una valoración positiva por parte del CESRM.


      El porcentaje establecido para la segunda persona se establece en el 20% tanto en el Proyecto de Decreto de 2008 como en el que se dictamina.


      Sin embargo, en relación con las restantes personas de la unidad de convivencia la regulación del Proyecto de Decreto objeto del presente dictamen implica una reducción de las cuantías que establecía el Proyecto de Decreto dictaminado en 2008.


      Esta reducción se ve incrementada por el hecho de que en el caso de que las cuantías se reducen el 50% en el caso de que se trate de adultos miembros de la unidad de convivencia, debiendo incluirse en este supuesto también el segundo miembro de la unidad de convivencia en el caso de que sea adulto.


      La determinación del alcance de la regulación establecida en este precepto requiere que la misma se ponga en relación con lo establecido en el apartado 3 de este mismo artículo que determina que en el orden de prelación para el cómputo de los miembros de la unidad de convivencia a estos efectos, se considerarán en primer lugar al cónyuge o pareja e hijos de mayor a menor edad, padres, suegros y yernos/nueras. En los familiares de segundo grado se priorizarán los nietos, hermanos, abuelos y cuñados, por este orden.


      En el expediente remitido a este Organismo no se incluye información sobre las razones que han llevado a la reducción de los porcentajes establecidos en el Proyecto de Decreto del año 2008, ni a establecer la reducción del 50% de los mismos en el caso de los miembros adultos de la unidad de convivencia ni tampoco a determinar la prelación de los adultos sobre los menores para establecer el orden de la prestación, con la disminución del importe del complemento mensual variable de la prestación que tal prelación conlleva.


      Por ello esta Institución debe efectuar una valoración crítica sobre la misma y dejar constancia de que, a su juicio, se deberían mantener los porcentajes establecidos en el Proyecto de Decreto dictaminado en 2008 por este Organismo. Esta consideración se realiza tomando en cuenta que en el citado dictamen el CESRM no realizó consideración alguna sobre los porcentajes establecidos en el Proyecto de Decreto, con los mismos deben entenderse incluidos en la valoración favorable sobre el Proyecto de Decreto realizada en el su dictamen.


      Para concluir sus consideraciones sobre la normativa para la determinación del importe mensual de la cuantía de los complementos adicionales por los miembros de la unidad de convivencia en opinión del Consejo Económico y Social en el Proyecto de Decreto debería incluirse una disposición análoga a la establecida en el artículo 21.2 del Proyecto de Decreto dictaminado en el año 2008 que determina que los importes de las cuantías previstas para los miembros de la unidad de convivencia serán multiplicados por dos, en el caso de personas con discapacidad o en situación de dependencia, salvo en aquellos supuestos en los que dichas personas tengan acceso a pensión o prestación de análoga naturaleza. Al igual que la anterior, el CESRM también realiza esta consideración teniendo en cuenta que en el dictamen 16/2008 no incorporó ninguna observación sobre esta disposición del artículo 21.2 del Proyecto de Decreto, por lo que la misma debe entenderse incluida en la valoración favorable sobre el Proyecto de Decreto realizada en el su dictamen.


      Sobre el devengo de la prestación de la Renta Básica de Inserción


      El artículo 17.2 prescribe que los efectos económicos de la Renta Básica de Inserción se producirán a partir del día primero del mes en el que se dicte la correspondiente resolución, efectuándose el abono por mensualidades vencidas.


      Este precepto incorpora el contenido del artículo 11.1 de la Ley 3/2017, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. Por tanto, la discrepancia que pudiera plantearse respecto al momento en que se producen los efectos económicos de la RBI deben referirse directamente a la Ley 3/2007 y en ningún caso al instrumento que desarrolla lo preceptuado expresamente en la Ley.


      Sin perjuicio de ello, el Consejo Económico y Social considera conveniente recordar que en el dictamen 4/2006, sobre el Anteproyecto de Ley de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, puso de relieve que a su juicio, el derecho subjetivo debe producir sus efectos desde el día en que la situación de extrema necesidad que determina su nacimiento se da en una persona concreta y ésta solicita el reconocimiento del derecho a la Administración y no desde el momento en que finaliza el procedimiento administrativo para la comprobación de la concurrencia de dichos requisitos, lo que, por otra parte, es el criterio general para determinar el devengo en prestaciones de finalidad análoga como las prestaciones no contributivas o el subsidio por desempleo.


      Sobre la denegación de la Renta Básica de Inserción por silencio administrativo


      El artículo 32.5 dispone que en todo caso, la resolución se dictará en el plazo máximo de dos meses, a partir de la fecha de entrada del expediente completo en el IMAS. En el apartado 6 determina que transcurrido dicho plazo sin que se hubiere producido resolución se entenderá denegada la solicitud, sin perjuicio del deber que tiene la Administración de dictar resolución expresa en el procedimiento.


      Ambos preceptos transcriben lo establecido en el artículo 22.3 de la Ley 3/2007, por lo que, desde el punto de vista de la legalidad no puede plantearse objeción alguna a dicha regulación.


      Sin embargo, al igual que en relación con la determinación del devengo de la prestación, el CESRM quiere reiterar que, como señalara en el en el dictamen 4/2006, sobre el Anteproyecto de Ley de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en opinión de esta Institución esta determinación carece de justificación si se tiene en cuenta que esta falta de resolución expresa sólo puede ser imputable a la propia Administración ya que los plazos de resolución (que alcanzan un total de cuatro meses, sumando los dos meses de que disponen los Centros de Servicios Sociales para remitir el expediente al Instituto de Servicios Sociales a los dos meses de que dispone el órgano competente para resolver a contar desde el momento de la fecha de entrada del expediente en el citado Instituto) se interrumpen cuando el procedimiento quede paralizado por causa imputable al interesado, de acuerdo con lo dispuesto en este precepto y en el artículo 20.3.


      En este sentido el CESRM quiere señalar que si bien es cierto que la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común2 establece con carácter general el carácter positivo del denominado silencio administrativo también lo es que admite que, a través de una norma con rango de Ley, se pueda excepcionar dicho régimen asignando un sentido negativo a este anormal proceder de las administraciones públicas.1 Pero no parece, en opinión del Consejo Económico y Social, que este procedimiento excepcional encuentre razonablemente acomodo en la regulación de la prestación de la Renta Básica de Inserción por varias razones. En primer lugar por la cuantía de la misma que, en ningún caso podrá tener un importe superior al salario mínimo interprofesional vigente en cada momento, en cómputo mensual prorrateado. En segundo la Renta Básica de Inserción no confiere un derecho a una prestación económica con carácter indefinido como otras prestaciones de finalidad semejante del tipo de las pensiones no contributivas sino que tiene un plazo de vigencia limitado con carácter general a un máximo de 12 meses. En tercer lugar los posibles perceptores de la Renta Básica de Inserción son personas que carecen de recursos económicos para su subsistencia en cuyo entorno familiar no existen personas legalmente obligadas con posibilidad real de prestarles alimentos. Finalmente, para determinar el perfil de los destinatarios de este nuevo derecho, debe resaltarse que junto al requisito de la carencia de medios económicos, el Anteproyecto de Ley añade el carácter subsidiario de la Renta Básica de Inserción en relación con las pensiones que pudieran corresponder al titular, sean del sistema de la Seguridad Social, de otro régimen público de protección social sustitutivo de aquélla, de las prestaciones por desempleo en sus niveles contributivo y asistencial, u otras prestaciones que, por la identidad de su finalidad y cuantía con las anteriores pudieran determinarse reglamentariamente y que la solicitud de dichas pensiones o prestaciones a las que pudiera tener derecho es requisito indispensable para la resolución de la solicitud de la Renta Básica de Inserción, lo que implica que los posibles beneficiarios de la Renta Básica de Inserción son personas que han quedado excluidas de la acción protectora de las redes familiares y de los restantes sistemas públicos de asistencia social.


      A la vista de las anteriores consideraciones relativas a las características de la prestación económica de la Renta Básica de Inserción y de los posibles titulares de la misma, a juicio del Consejo Económico y Social de la Región de Murcia no existen razones que puedan justificar el establecimiento de un régimen excepcional para que las consecuencias de que la Administración Regional no resuelva expresamente en los plazos previstos, por causas no imputables al solicitante, en un procedimiento sobre el reconocimiento de un derecho subjetivo sean precisamente la denegación del referido derecho y, probablemente, la intensificación del riesgo de exclusión que afecta al solicitante.


      



      NOTAS


      
        
          2 La Ley 30/1992, ha sido derogada por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, cuyo artículo 24 regula el silencia administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado en los siguiente términos:


          1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés general.


          El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.


          El sentido del silencio también será desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo anterior de este apartado.


          2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente.


          3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al siguiente régimen:


          a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.


          b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.


          4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver.

        

      

    

  


  
    
      IV. CONCLUSIONES


      1. El Consejo Económico y Social considera necesario dejar constancia, como primera conclusión del presente dictamen, de la extraordinaria demora con la que se aborda el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007, a pesar del taxativo plazo de seis meses establecido por el legislador.


      El Consejo Económico y Social considera conveniente recordar que en el dictamen 16/2008 ya tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia


      Sin embargo, como se ha señalado en apartado de antecedentes del presente dictamen, el procedimiento, que debía concluir con la aprobación por el Consejo de Gobierno del Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y su posterior publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, se interrumpió y no llegó a su finalización


      2. Con independencia de las anteriores consideraciones, el Consejo Económico y Social de la Región de Murcia, valora positivamente el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia con base en la misma razón fundamental que le llevó a valorar positivamente en el dictamen 16/2008 el Proyecto de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, es decir, porque su entrada en vigor posibilitará la implantación del sistema establecido en la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Región de Murcia y con ella la eficacia del reconocimiento del derecho subjetivo a una prestación económica y a recibir apoyos personalizados para la inserción laboral y social de las personas en situación o riesgo de exclusión social que establece la citada Ley 3/2007.


      3. El Consejo Económico y Social considera necesario reiterar, como ya hiciera en el dictamen 16/2008, que hubiera sido conveniente que las consultas realizadas en la elaboración del mismo se hubiesen extendido también a los municipios de nuestra Región. Esta consulta hubiera tenido una especial relevancia por el papel tan trascendental que el Reglamento de la Renta Básica de Inserción asigna a los Servicios Sociales de Atención Primaria, que son prestados por los municipios, y el incremento de la carga de trabajo que para los mismos conlleva la puesta en marcha del sistema establecido en la Ley de Renta Básica de Inserción y en el Reglamento cuya aprobación constituye el objeto del Proyecto de Decreto que se dictamina.


      4. El Proyecto de Decreto no incluye disposiciones reglamentarias en las que se desarrollen las medidas complementarias de carácter económico y los Planes de Inclusión Social, que también forman parte de las medidas de inserción establecidas por el artículo 34 de la Ley 3/2007 reproduce el artículo 40 del Reglamento. En opinión de esta Institución resulta necesario que el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007 incluya el de todas las medidas de inserción establecidas en la misma.


      En este sentido el Consejo Económico y Social quiere reiterar, como ya hiciera en el dictamen 16/2008, la recomendación realizada en la Memoria sobre la Situación Económica Socioeconómica y Laboral de la Región de Murcia 2007, en el sentido de que sería conveniente que la Administración Regional procediera a una reelaboración y reestructuración del conjunto de medidas que tiene establecidas para la inserción y protección social. Dicha reestructuración podría abordarse junto con la elaboración del Plan Regional para la Inclusión Social que, a tenor de lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley 3/2007, debe elaborar la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      La conveniencia de abordar la reelaboración y reestructuración del conjunto de medidas de inserción y protección social puesta de relieve por el Consejo Económico y Social en los documentos citados en el año 2008, se ha convertido ya, en opinión de esta Institución, en una necesidad ineludible. Y ello porque, como se ponía de relieve en el capítulo que la Memoria sobre la situación socioeconómica y laboral de la Región de Murcia en el año 2012, último año en el que esta Institución abordó el análisis de las prestaciones de inserción y protección social de la CARM, buena parte de las ayudas económicas que dan contenido al PRIPS han ido debilitándose a lo largo del periodo 2007-2012, hasta terminar por desaparecer completamente del sistema regional de protección social


      En la fecha de elaboración del presente dictamen, el portal de la CARM informa que la convocatoria de Ayudas periódicas de inserción y protección social se encuentra cerrada y que por Resolución del Director Gerente del Instituto Murciano de Acción Social de 05/03/2014, durante el ejercicio 2014 se suspende la tramitación de nuevas solicitudes de Ayudas Periódicas de Inserción y Protección Social, destinando la dotación presupuestaria del concepto 51.04.00.314C 481.01, proyecto de gasto 10294, al mantenimiento de las ayudas reconocidas a fecha 28/02/2014.


      5. Esta Institución considera que el desarrollo reglamentario de la Ley 3/2007 de Renta Básica de la Región de Murcia resulta incompleto sin el establecimiento de un plazo para la que la Administración apruebe el primer Plan Regional de Inclusión Social elaborado conforme a lo establecido en sus disposiciones.


      En opinión del Consejo Económico y Social, la elaboración del Plan Regional para la inclusión social, además de dar cumplimiento al mandato del artículo 44 de la Ley 3/2007, ofrece una oportunidad para abordar la ya mencionada necesidad de reestructuración del conjunto de las medidas de inserción y protección social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.


      6. La necesidad de contar con los recursos humanos necesarios para la implementación del Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia ha sido objeto de numerosos pronunciamientos a lo largo del expediente tramitado en la elaboración del Proyecto de Decreto objeto del presente dictamen.


      El CESRM, teniendo en cuenta el pormenorizado análisis incorporado en la primera Memoria de Análisis de Impacto Normativo relativa al borrador de Decreto por el que se aprueba el reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, corregido en la segunda versión de la misma, en las que se justifica la necesidad de dotar de suficientes recursos humanos la puesta en marcha del Reglamento de la Renta Básica de Inserción, quiere dejar constancia expresa de que en su opinión resulta absolutamente imprescindible que la Administración Regional realice las actuaciones necesarias para que la gestión de la prestación de la Renta Básica de Inserción se realice en condiciones que garanticen que la tramitación de las solicitudes y el reconocimiento de las prestaciones económicas y de otro tipo previstas en la Ley 3/2007 pueda llevarse a cabo desde el momento de la entrada en vigor del Reglamento.


      La ineludible necesidad de dotación de los recursos humanos para la tramitación de los expedientes de la RBI se ve reforzada por la prescripción establecida por el artículo 3.1 de la Ley 4/2016, que declara la tramitación de urgencia de los procedimientos declarados de emergencia ciudadana por entender que existe interés público que así lo aconseja. Por ello, se entienden reducidos a la mitad los plazos máximos establecidos en los referidos procedimientos salvo para la presentación de solicitudes y recursos.


      7. A juicio del Consejo Económico y Social la valoración del patrimonio y de los rendimientos del mismo en orden a la determinación de los recursos económicos de la unidad de convivencia a efectos del derecho a la prestación de la RBI debe responder a los mismos criterios establecidos para la determinación de la capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las prestaciones económicas y servicios del sistema de autonomía y atención a la dependencia en la CARM.


      8. El Proyecto de Decreto amplía la protección mínima establecida por la Ley 3/2007 para la prestación mensual básica de RBI. Esta mejora en la cobertura de las necesidades básicas merece una valoración positiva por parte del CESRM.


      El porcentaje establecido para la segunda persona se establece en el 20% tanto en el Proyecto de Decreto de 2008 como en el que se dictamina.


      Sin embargo, en relación con las restantes personas de la unidad de convivencia la regulación del Proyecto de Decreto objeto del presente dictamen implica una reducción de las cuantías que establecía el Proyecto de Decreto dictaminado en 2008.


      Esta reducción se ve incrementada por el hecho de que en el caso de que las cuantías se reducen el 50% en el caso de que se trate de adultos miembros de la unidad de convivencia, debiendo incluirse en este supuesto también el segundo miembro de la unidad de convivencia en el caso de que sea adulto.


      La determinación del alcance de la regulación establecida en este precepto requiere que la misma se ponga en relación con lo establecido en el apartado 3 de este mismo artículo que determina que en el orden de prelación para el cómputo de los miembros de la unidad de convivencia a estos efectos, se considerarán en primer lugar al cónyuge o pareja e hijos de mayor a menor edad, padres, suegros y yernos/nueras. En los familiares de segundo grado se priorizarán los nietos, hermanos, abuelos y cuñados, por este orden.


      En el expediente remitido a este Organismo no se incluye información sobre las razones que han llevado a la reducción de los porcentajes establecidos en el Proyecto de Decreto del año 2008, ni a establecer la reducción del 50% de los mismos en el caso de los miembros adultos de la unidad de convivencia ni tampoco a determinar la prelación de los adultos sobre los menores para establecer el orden de la prestación, con la disminución del importe del complemento mensual variable de la prestación que tal prelación conlleva.


      Por ello esta Institución debe efectuar una valoración crítica sobre la misma y dejar constancia de que, a su juicio, se deberían mantener los porcentajes establecidos en el Proyecto de Decreto dictaminado en 2008 por este Organismo. Esta consideración se realiza tomando en cuenta que en el citado dictamen el CESRM no realizó consideración alguna sobre los porcentajes establecidos en el Proyecto de Decreto, con los mismos deben entenderse incluidos en la valoración favorable sobre el Proyecto de Decreto realizada en el su dictamen.


      9. En opinión del Consejo Económico y Social en el Proyecto de Decreto debería incluirse una disposición análoga a la establecida en el artículo 21.2 del Proyecto de Decreto dictaminado en el año 2008 que determina que los importes de las cuantías previstas para los miembros de la unidad de convivencia serán multiplicados por dos, en el caso de personas con discapacidad o en situación de dependencia, salvo en aquellos supuestos en los que dichas personas tengan acceso a pensión o prestación de análoga naturaleza. Al igual que la anterior, el CESRM también realiza esta consideración teniendo en cuenta que en el dictamen 16/2008 no incorporó ninguna observación sobre esta disposición del artículo 21.2 del Proyecto de Decreto, por lo que la misma debe entenderse incluida en la valoración favorable sobre el Proyecto de Decreto realizada en el su dictamen.


      10. El artículo 17.2 prescribe que los efectos económicos de la Renta Básica de Inserción se producirán a partir del día primero del mes en el que se dicte la correspondiente resolución, efectuándose el abono por mensualidades vencidas.


      Este precepto incorpora el contenido del artículo 11.1 de la Ley 3/2017, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. Por tanto, la discrepancia que pudiera plantearse respecto al momento en que se producen los efectos económicos de la RBI deben referirse directamente a la Ley 3/2007 y en ningún caso al instrumento que desarrolla lo preceptuado expresamente en la Ley.


      Sin perjuicio de ello, el Consejo Económico y Social considera conveniente recordar que en el dictamen 4/2006, sobre el Anteproyecto de Ley de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, puso de relieve que a su juicio, el derecho subjetivo debe producir sus efectos desde el día en que la situación de extrema necesidad que determina su nacimiento se da en una persona concreta y ésta solicita el reconocimiento del derecho a la Administración y no desde el momento en que finaliza el procedimiento administrativo para la comprobación de la concurrencia de dichos requisitos, lo que, por otra parte, es el criterio general para determinar el devengo en prestaciones de finalidad análoga como las prestaciones no contributivas o el subsidio por desempleo.


      11. El artículo 32.5 dispone que en todo caso, la resolución se dictará en el plazo máximo de dos meses, a partir de la fecha de entrada del expediente completo en el IMAS. En el apartado 6 determina que transcurrido dicho plazo sin que se hubiere producido resolución se entenderá denegada la solicitud, sin perjuicio del deber que tiene la Administración de dictar resolución expresa en el procedimiento.


      Ambos preceptos transcriben lo establecido en el artículo 22.3 de la Ley 3/2007, por lo que, desde el punto de vista de la legalidad no puede plantearse objeción alguna a dicha regulación.


      Sin embargo, al igual que en relación con la determinación del devengo de la prestación, el CESRM quiere reiterar que, como señalara en el en el dictamen 4/2006, sobre el Anteproyecto de Ley de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en opinión de esta Institución esta determinación carece de justificación si se tiene en cuenta que esta falta de resolución expresa sólo puede ser imputable a la propia Administración ya que los plazos de resolución (que alcanzan un total de cuatro meses, sumando los dos meses de que disponen los Centros de Servicios Sociales para remitir el expediente al Instituto de Servicios Sociales a los dos meses de que dispone el órgano competente para resolver a contar desde el momento de la fecha de entrada del expediente en el citado Instituto) se interrumpen cuando el procedimiento quede paralizado por causa imputable al interesado, de acuerdo con lo dispuesto en este precepto y en el artículo 20.3.


      Murcia, a 4 de noviembre de 2016
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